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				Introducción

				I

				El objetivo del presente estudio es doble. Por un lado, se trata de analizar la relación entre el desarrollo de la tecnología naval y las necesidades estratégicas inherentes al sistema marítimo español, desde mediados del siglo XVI hasta el ocaso del siglo XVIII. Por otro, se trata de comprender el impacto de la construcción naval en los procesos que incidieron en el desarrollo de las políticas de centralización administrativa, bajo el reinado de la casa de Habsburgo, primero, y de Borbón, después. Así, esta obra se propone situar la historia de la tecnología naval en el contexto más vasto de la formación y crisis del sistema imperial español. Esta doble perspectiva, empero, trae consigo aparejada una serie de implicaciones que trascienden sus límites inmediatos. En primera instancia, requiere situar el desarrollo de la tecnología naval en el contexto de las relaciones entre los diversos grupos de interés que impulsaron, desde fines del siglo XVI, la transferencia del centro de gravedad de la política exterior española desde el Mediterráneo hacia el Atlántico. Esto, a su vez, implica analizar los mecanismos creados para aprehender, registrar y sistematizar el desarrollo de la tecnología en función de las necesidades del poder.[1] De manera análoga, es necesario comprender la incidencia de factores económicos y financieros en la formulación de modelos tecnológicos, así como la medida en que estos representaron un contrapeso —o un complemento— a consideraciones de carácter estrictamente bélico.[2] Por último, es necesario estimar la relación entre la tecnología naval española y el desarrollo de los sistemas navales de otras potencias atlánticas, especialmente a partir de la segunda mitad del siglo XVII.[3]

				La elección de esta perspectiva no es arbitraria. En efecto, la capacidad de proteger el tráfico mercantil a través de los espacios marítimos, de proyectar fuerza militar a través de ellos o de ejercer presión sobre economías marítimas competidoras, se convirtió en uno de los pilares de la consolidación del poderío internacional de la monarquía hispánica ya desde los últimos años del siglo XV. La importancia de este factor estratégico, por otra parte, fue determinante en la evolución de las políticas centralizadoras de los Austrias mayores, así como en la creación de una burocracia estatal dedicada al control y administración de recursos para la producción de armamentos navales. En otras palabras, las necesidades estratégicas impuestas por la política imperial repercutieron en la evolución del Estado como un regulador —y, eventualmente, como un competidor— en la producción de armamentos. Así, el desarrollo de métodos de administración directa en la construcción naval refleja la voluntad del poder central por incrementar su control sobre los instrumentos más elementales de su política exterior, en detrimento de la influencia de una iniciativa privada directamente vinculada con las élites regionales de la Península Ibérica.

				Este proceso centrípeto, sin embargo, se vio progresivamente revertido bajo los Austrias menores, hasta producir, durante el reinado de Carlos II, que una proporción importante de los navíos de las armadas reales tuviesen que ser comprados o construidos en el extranjero. El hecho de que esta tendencia coincidiese con un relativo repliegue de la influencia española en la política internacional europea[4] y con el desarrollo de infraestructuras permanentes por parte de otras potencias atlánticas, ha generado una imagen de deterioro patente no sólo en la historiografía de los siglos XIX y XX, sino también en numerosos escritos de la época.[5] Sin embargo, la historiografía internacional más reciente ha enfatizado la estabilidad y la capacidad de resistencia de las estructuras del Estado Habsburgo, particularmente las militares y navales, modificando la tradicional perspectiva de un sistema enteramente decadente, en desfase progresivo ante el desarrollo del Estado fiscal-militar por parte de otras potencias. De hecho, la estabilidad y probada eficiencia de algunos elementos del sistema naval de los Habsburgo españoles representaron –como se buscará demostrar en el presente estudio– un punto de referencia positivo para diversos observadores que, durante el último cuarto del siglo XVIII, comprendieron la dificultad de mantener los paradigmas de centralización administrativa desarrollados por la dinastía borbónica. Por otra parte, la continuidad entre los modelos político-administrativos de ambas dinastías –consecuencia de que diversos aspectos del modelo Habsburgo hayan representado un punto de referencia fundamental para los reformadores navales en la Francia de Luis XIV– ha contribuido también a modificar las tesis tradicionales sobre el período Habsburgo tardío.[6]

				Así, la historia de la construcción naval representa un aspecto de primera importancia para la comprensión del sistema imperial español, tanto bajo la égida de los Habsburgo como de los Borbones. De hecho, la interacción entre los principales grupos de interés del sistema trasatlántico estuvo definida, durante períodos críticos, por consideraciones de carácter tecnológico, las cuales, a su vez, se convirtieron en fundamento de posiciones políticas diversas. Así, la capacidad de imponer modelos tecnológicos capaces de servir a los intereses dominantes en la Carrera de Indias –a través de los reglamentos de construcción naval– se convirtió en un elemento definitorio del balance de poder en el sistema trasatlántico a lo largo del siglo XVII. En este sentido, el estudio de la construcción naval permite comprender el papel cardinal de la tecnología en uno de los conflictos nodales del período Habsburgo tardío: la rivalidad entre las élites mercantiles de Sevilla y el emergente emporio comercial de Cádiz. De manera paralela, el interés de la corona por reglamentar el diseño de los navíos, con la finalidad de asegurar la producción de instrumentos adecuados a su política imperial, representó un factor de primer orden en la conformación de un modelo tecnológico específicamente español –o mejor dicho, hispánico– basado en criterios de eficiencia tanto bélica como mercantil.

				La profunda transformación sufrida por el sistema naval español durante el primer cuarto del siglo XVIII tuvo su origen, en gran medida, en un cambio en el balance de poder entre los principales grupos de interés del sistema trasatlántico, impulsado por la influencia francesa durante los primeros años del gobierno de Felipe V. En este proceso, el conflicto entre las élites mercantiles de Sevilla y Cádiz –intensificado durante el último tercio del siglo XVII– alcanzó un punto crítico, al quedar identificados los intereses del incipiente gobierno felipista con la causa gaditana y con los intereses estratégicos de Francia. Así, con el fin de obtener cambios legislativos que favoreciesen la preponderancia del comercio francés en la Carrera de Indias, el nuevo monarca español tendió a limitar la influencia del Consulado y la Casa de Contratación de Sevilla. En este proceso, la locación geográfica de Sevilla y de Cádiz representó un factor de primer orden en la formulación del discurso político que habría de definir el nuevo balance de poder entre los comerciantes de la Carrera de Indias, así como en la formulación del discurso tecnológico que habría de privilegiar la capacidad bélica de los navíos sobre la tradicional dualidad de funciones presente en el modelo creado bajo los Habsburgo. A un mismo tiempo, la creación de las secretarías de Estado y la formación de un cuerpo de administradores y contadores navales hizo posible llevar a cabo la aspiración de ejercer un mayor control sobre los grupos empresariales dedicados a la construcción naval, en una progresiva re-introducción –cada vez más totalizadora– de los métodos de administración directa.

				Tras el desenlace de la Guerra de Sucesión Española, la principal fuente de estímulo para la reconstitución del sistema naval provino de los objetivos inmediatos de la política exterior de la corona: la reforma del comercio trasatlántico y la recuperación de la influencia dinástica en Italia. En este sentido, resulta imposible disociar los cambios efectuados en el sistema naval atlántico de la política mediterránea de Felipe V. El fracaso de esta última –a partir de las desafortunadas campañas de Cerdeña y Sicilia– tuvo como consecuencia la reanudación del conflicto entre las élites mercantiles de Sevilla y Cádiz, conduciendo a una intensa diatriba política. Ésta se vio poderosamente influida por la intervención de una importante figura de la construcción naval española –Antonio de Gaztañeta– quien eliminó de su obra –aprobada como nuevo reglamento de construcción naval– el tipo de navío diseñado para servir, precisamente, a los intereses sevillanos. Estos últimos, sin embargo, pusieron en evidencia –a través de la intervención de diversas personalidades relacionadas con el sistema trasatlántico– el propósito político de las decisiones tecnológicas tomadas por Gaztañeta, lo que dio por resultado que, en las conclusiones finales del debate y en el Real Decreto que emanaría de éstas, no se incluyese una resolución definitiva sobre el diseño de los navíos. Sin embargo, la ordenanza de Gaztañeta se mantuvo vigente, estableciendo las bases del nuevo modelo tecnológico de la España borbónica.

				El partido gaditano, por otra parte, continuó su actividad a través de la influencia de Joseph Patiño, promoviendo un programa de centralización administrativa que debía eliminar la construcción por asiento en los tradicionales enclaves navieros de Cantabria, Guipúzcoa y Cataluña, sustituyéndola por un sistema masivo de arsenales y astilleros bajo control estatal, cuyo punto central debía encontrarse en Cádiz. Así, resulta evidente que el problema de la construcción naval comenzó a reflejar, a partir de este período, la competencia entre un grupo específico de interés –directamente asociado con la creación del nuevo Estado borbónico– y las economías navieras que habían constituido la espina dorsal del sistema naval hispánico durante el período Habsburgo. Este proyecto, sin embargo, generó una reacción adversa que provocó no sólo el eventual distanciamiento de Gaztañeta de los objetivos últimos del partido gaditano, sino también su ruptura total con las propuestas de Patiño. De forma semejante, los intereses sevillanos retomaron la diatriba, proponiendo la separación de funciones navales y comerciales concentradas para entonces en el puerto de Cádiz. La separación definitiva entre ambos conceptos, sin embargo, sólo pudo ser realizada por medio de la eliminación de la avería como mecanismo de financiamiento básico en la defensa del sistema de flotas. Esto, a su vez, presentaba la implicación ineludible de incorporar el gasto naval a las atribuciones del Estado, lo cual, significativamente, había tenido lugar con la formulación del primer presupuesto central de marina en 1723. En este sentido, es posible afirmar que existe una relación directa entre la voluntad administradora del poder central, por un lado, y los requerimientos logísticos y organizativos impuestos por la evolución de la tecnología, por otro. Así, la eficiencia bélica de los navíos –tanto como su capacidad de servir, o no, a los grupos de interés comercial en pugna– ocupó una posición de primer orden, no sólo en la formulación del modelo tecnológico que habría de definir al sistema marítimo español durante el resto del siglo XVIII, sino también en el proceso mismo de construcción del Estado borbónico.

				El modelo de Estado promovido por los ministros de Felipe V poseía dos rasgos fundamentales e inextricablemente relacionados con el aparato militar y naval. Por un lado, se trataba de un sistema de financiamiento erigido entre 1717 y 1723, diseñado para cubrir las dos áreas preponderantes del gasto estatal –el ejército y la armada–. Por otro, se trataba de la creación de una compleja burocracia fiscal dedicada al cálculo sistemático y exhaustivo del gasto de arsenales y astilleros, así como al control de los empresarios dedicados al abastecimiento del sistema militar y naval. Este segundo rasgo característico del Estado borbónico –una burocracia fiscal destinada tanto a la administración como al ejercicio de los presupuestos centralizados de las instituciones militares– tuvo una profunda incidencia en la política interna del antiguo régimen. Efectivamente, el control sobre los recursos se convirtió progresivamente en objeto de disputa entre las dos principales corporaciones navales –un proceso que, de hecho, tuvo su paralelo en el ejército– y que condujo, especialmente a partir de la segunda mitad del siglo XVIII, a una progresiva militarización de la infraestructura estatal y a un paulatino incremento en la influencia política de las corporaciones de oficiales.

				De nueva cuenta, la política exterior de la corona representó un poderoso factor de estímulo en estos procesos. Conforme el aislamiento diplomático generado por la entente anglo-francesa de la década de 1720 fue sustituido por los Pactos de Familia, la creciente importancia de la estrategia mediterránea de Felipe V intensificó el desarrollo de la infraestructura de construcción naval, tanto en la Península Ibérica como en los territorios americanos. De manera paralela, favoreció una continua transferencia de tecnología francesa que habría de desplazar a Gaztañeta y modificar substancialmente los criterios en la concepción del buque de guerra español.

				El ascenso del marqués de la Ensenada, por otra parte, marcó una nueva etapa en el desarrollo del sistema naval, así como una abrupta ruptura con el proyecto totalizador de Patiño. En efecto, el gigantesco programa de armamentos navales concebido por Ensenada se hallaba basado en una compleja alianza con empresarios cantábricos, lo cual eventualmente trajo consigo, a través de la reapertura del antiguo astillero de Guarnizo, la reintroducción de la construcción naval por asiento, en abierta competencia con la producción –por administración directa– de los astilleros departamentales. La fricción política producida por este proceso anunció la posterior divergencia entre las corporaciones administrativas y militares del sistema naval. De manera paralela, la transferencia de tecnología francesa se vio temporalmente interrumpida por la adopción de técnicos y tecnología importados de Gran Bretaña.

				La caída de Ensenada, en 1754, trajo consigo una nueva constelación política en el seno de la monarquía borbónica. La enorme concentración de poder en manos del ministro habría de ser definitivamente divida, siendo, al mismo tiempo, abruptamente disueltas las redes clientelares que ligaban al sistema naval con los empresarios cantábricos. Por otro lado, la agresiva política exterior que precisaba del enorme programa de armamentos navales fue sustituida por una posición de neutralidad favorable a la Gran Bretaña, eliminando así la posibilidad inmediata de un conflicto internacional. Como resultado, los primeros años del ministerio de Frey Julián de Arriaga al frente de la Secretaría de Marina vieron una notable reducción del esfuerzo español de construcción naval.

				En contraste, entre el inicio de la década de 1760 y el final de la década de 1780, las potencias borbónicas desataron una carrera de armamentos de proporciones jamás vistas hasta entonces. En este proceso, el balance de poder entre las principales naciones de Europa dejó de ser temporalmente decidido en el continente mismo, y la guerra colonial en gran escala, dependiente por entero del poder naval, se convirtió en la más dura prueba de la capacidad administrativa de los Estados. Estos elementos reflejan hasta qué punto los principales grupos de interés de España, Francia y Gran Bretaña concibieron el colonialismo transoceánico como el principal objetivo de su política exterior. Fue también en este período cuando las dos potencias borbónicas desarrollaron auténticas flotas de batalla, simbolizadas por la re-introducción del gran navío de línea de tres puentes y más de 100 cañones.

				La enorme presión financiera generada por la gran carrera de armamentos tuvo profundas consecuencias para el desarrollo político del imperio español. En efecto, las principales reformas usualmente asociadas con las políticas ilustradas de Carlos III, tanto en la Península como en las Américas, estaban inextricablemente relacionadas con las demandas impuestas por el desarrollo del sistema naval. De hecho, las políticas diseñadas para incrementar la capacidad productiva de los astilleros estatales contribuyeron, de manera significativa, a alterar el balance de poder entre la corona y sus súbditos americanos.

				Esta nueva política interna, preludio del conflicto internacional en ciernes, estaba enteramente diseñada para fortalecer al sistema defensivo español. Así, a partir de 1766 tuvo lugar una nueva e importante transferencia de tecnología francesa, materializada en importantes reformas en la producción de artillería y en el diseño de los buques de guerra. Pero, lo que acaso fue decisivo, la nueva carrera de armamentos abrió, también, una nueva etapa en la relación entre las corporaciones administrativas y militares, tanto en el seno del ejército como de la marina. Efectivamente, muy pronto, algunas de las actividades fundamentales de los cuerpos administrativos fueron transferidas al control de los cuerpos de oficiales, siendo militarizada, paralelamente, la relación con los empresarios que proveían a los astilleros y arsenales de la armada. A un mismo tiempo, las fábricas de artillería de Liérganes y La Cavada (así como otros complejos productivos de importancia estratégica que, desde su creación, funcionaban por asiento), fueron expropiadas y transferidas a la administración directa del ejército. Este proceso de transferencia de autoridad de los cuerpos políticos a los cuerpos militares se vio formalizado por la Ordenanza de Pertrechos –de 1772– y de Arsenales –de 1776– en el seno de la armada.

				De manera paralela, en el imperio americano, se buscó incrementar los situados de plata novohispana al astillero naval de Cuba, con el fin de fomentar un ambicioso programa de construcción de cuatro buques de guerra al año, al tiempo que se esperaba canalizar recursos al resto del sistema defensivo español en el Caribe. En este proceso, los sistemas de contabilidad empleados en los arsenales peninsulares fueron transferidos a las bases navales de La Habana, Cartagena de Indias, Guayaquil, El Callao, San Blas, Montevideo y Manila. Por otra parte, se ensayaron diversos métodos para involucrar a las élites americanas en el financiamiento del sistema naval –y, particularmente, en la construcción de buques de guerra–. El resultado fue una dependencia progresiva, por parte de los enclaves navales americanos, hacia los grupos locales de interés.

				El desenlace exitoso de la guerra de 1779-1783 no supuso un alto al acelerado proceso de militarización administrativa. En efecto, la expansión de la potestad de los cuerpos de oficiales de la armada sobre funciones anteriormente propias del cuerpo político se intensificó con el programa de armamentos navales lanzado a partir de 1784. Las operaciones de construcción para estas series de buques se llevaron a cabo excluyendo por completo la intervención de la iniciativa privada en las actividades productivas e implantando una serie de normas draconianas para el contrato de la maestranza. Por otra parte, este programa coincidió con la creación de un nuevo reglamento para la fundición de piezas de artillería, así como con la transferencia de las fábricas de Liérganes y La Cavada de la administración directa del ejército a la administración directa de la marina.

				El incremento de la intervención estatal en los procesos de producción relacionados con el sistema defensivo –la cual inició con la expropiación de las fábricas de artillería y continuó con los programas de construcción naval y producción de pertrechos–, tuvo una incidencia directa en el incremento del gasto militar y naval durante el reinado de Carlos III. De hecho, el presupuesto ordinario de los departamentos navales de la Península se incrementó progresivamente desde la segunda mitad del ministerio de Frey Julián de Arriaga, mientras que el presupuesto de extraordinarios comenzó gradualmente a convertirse en deuda acumulativa. Por otra parte, es inevitable relacionar la continuación de la carrera de armamentos, a partir de 1784, con el crecimiento exponencial del presupuesto y la deuda, así como con la creciente dependencia del sistema naval americano de los préstamos proporcionados por las élites locales.

				El incremento alarmante del gasto militar y naval, estimulado por el interrumpido programa de armamentos, así como el aumento de la intervención estatal en los procesos de producción, no pasó desapercibido para los ministros de Carlos III. Así, el testamento político del rey definía la reintroducción de las contratas y asientos en el sistema naval como una prioridad estratégica, lo cual demuestra que el ideal de la administración directa aparecía menos que rentable ante las altas esferas del gobierno. La documentación conservada por los departamentos navales de la Península, por otra parte, confirma enteramente este punto de vista.

				Desde la perspectiva del sistema naval en América, la década de 1780 representó un paso más hacia la centralización. Efectivamente, la correspondencia sostenida entre la Tesorería de Marina de La Habana y la Tesorería de Marina de Cartagena de Indias demuestra que se esperaba deducir los situados asignados a la Base de Tierra Firme de los situados generales enviados a la base cubana. El resultado fue una casi permanente retención de fondos por parte de la administración naval de La Habana, así como una demanda permanente para su liberación por parte de la administración naval en Cartagena de Indias. Esto conduciría a una serie de intentos para transferir el situado correspondiente a Cartagena, directamente de la Tesorería de Lima. Sin embargo, la resistencia sistemática del virrey del Perú a este punto condujo a una modificación de los estatutos de la Ordenanza de Arsenales de 1776 dedicados a los enclaves navales americanos. A partir de 1783, por orden directa del ministro de Indias, las tesorerías de Marina en América dejarían de ser directamente responsables ante las autoridades virreinales del manejo de sus fondos, para responder únicamente ante los inspectores del Cuerpo General. Esto confirma que el proceso de militarización en la administración naval alcanzó también a la infraestructura de la armada en América.

				Durante el período comprendido entre el final del reinado de Carlos III y la primera mitad del reinado de Carlos IV, la preponderancia del cuerpo de oficiales, tanto en el ejército como en la marina, se vio notablemente fortalecida. Efectivamente, entre 1792 y 1793 se promulgaron unas nuevas Ordenanzas Generales, las cuales mantenían la tendencia imperante desde 1772 y 1776. El efecto de este reglamento fue asestar un nuevo golpe a la corporación administrativa, marginándola por completo del gobierno de los arsenales, limitándola a las actividades de cuenta y razón, y transfiriendo casi por completo las funciones facultativas a los oficiales navales, quienes a partir de entonces tuvieron confirmada su potestad sobre la distribución y uso de los caudales, así como el gobierno militar y civil de los departamentos. Este proceso coincidió con la restauración del patrón tradicional de la política exterior franco-española –a través del Tratado de San Ildefonso– lo cual, a su vez, trajo consigo el recrudecimiento de la presión naval británica sobre los puntos nodales del sistema naval español. La crisis general del Estado se manifestó –en la infraestructura de construcción naval– a través de la incorporación del canje de vales reales a los presupuestos de los departamentos. Esto, eventualmente, provocaría una aguda crisis material en los arsenales peninsulares. De manera paralela, se abriría un intenso debate sobre la posibilidad de restaurar el sistema de asientos y, más aún, sobre la conveniencia de continuar la construcción naval en los enclaves americanos. El resultado del efecto acumulativo de esta combinación de elementos fue el colapso de la construcción naval española en América, la reducción al mínimo de la operatividad de los astilleros peninsulares y –lo que acaso sería más importante– la pérdida total de la voluntad política necesaria para concebir un nuevo programa de expansión de la armada. Así, de manera paradójica, el poder naval español alcanzó el zenit de su desarrollo de manera casi simultánea a la desaparición de las condiciones para su utilización efectiva, al tiempo que la corona se enfrascaba en un curso de acción política que habría de desembocar, pocos años más tarde, en la prueba última de la batalla de Trafalgar.

				II

				La historiografía naval española ha experimentado un notable progreso en las últimas tres décadas. Sin embargo, el predominio de la narrativa operacional y la escasez relativa de estudios técnicos han tenido como consecuencia que las enormes implicaciones políticas, administrativas y financieras de la construcción naval continúen siendo, en buena medida, abordadas de manera tangente por los historiadores del sistema imperial español. De manera inversa, la falta de perspectiva histórica ha resultado en que los estudios estrictamente técnicos se encuentren, con frecuencia, faltos de un marco referencial que permita mesurar la importancia historiográfica de sus aportaciones. Así, no resulta excesivo señalar que la historia de la tecnología naval, en una proporción importante, se encuentra todavía por ocupar su lugar en la historiografía del sistema imperial hispánico.

				La historiografía naval moderna tiene sus orígenes en la administración de Joseph de Gálvez, nombrado ministro de Indias tras la muerte de Frey Julián de Arriaga en 1776. Bajo el patrocinio de Carlos III, Gálvez comisionó al cosmógrafo mayor de la Casa de Contratación, Juan Bautista Muñoz, para la realización de un compendio documental que sirviese de base para una nueva historia de la América española. Entre 1779 y 1785, Muñoz transcribió una cantidad enorme de documentos en diversas bibliotecas y archivos de España y Portugal, lo cual daría forma a la colección que actualmente lleva su nombre en la Real Academia de la Historia. Este proceso daría también lugar, de manera paralela, a la consolidación del Archivo General de Indias, en Sevilla, a partir del año 1785.[7]

				Posteriormente, durante el ministerio de Antonio de Valdés, la Secretaría de Marina impulsó, de manera sistemática, la compilación de documentos que permitiesen realizar una historia general de la armada. Esta misión fue formalmente encomendada al capitán de fragata José de Mendoza y Ríos, quien en 1789 reunió bajo su dirección a tres oficiales que darían su nombre a las más extraordinarias colecciones documentales actualmente custodiadas por el Museo Naval de Madrid: José de Vargas Ponce, Martín Fernández de Navarrete y Juan Sanz de Barutell.[8]

				La Colección Vargas Ponce comprende 64 volúmenes de transcripciones documentales relacionadas, en una proporción significativa, con la actividad naval en Guipúzcoa y Vizcaya, con las operaciones de galeras en el Mediterráneo y, en una escala menor, con diversos asuntos relacionados con el Atlántico español. La Colección Fernández de Navarrete se compone de 32 volúmenes de documentos de diversa procedencia: el Archivo General de Simancas, el Archivo General de Indias, de la Corona de Aragón, la Biblioteca del Escorial y varios archivos regionales y nobiliarios. Este compendio, cabe mencionar, ha sido publicado en su mayor parte en una edición facsímil.[9] La Colección Sanz de Barutell, por otra parte, contiene 54 volúmenes de transcripciones procedentes del Archivo General de Simancas y de la Corona de Aragón, relativas a las operaciones navales en el Mediterráneo, la construcción y administración de galeras y la construcción naval atlántica.[10]

				Este esfuerzo colectivo de compilación sentó las bases que harían posible el surgimiento de la historiografía naval especializada en el mundo hispánico. En efecto, Vargas Ponce, al ascender al cargo de director de la Real Academia de la Historia, formuló un discurso que puede ser considerado como la primera articulación narrativa de la historia naval española, presentada como la introducción de un proyecto de investigación académica de muy vastas proporciones. El texto fue presentado a Godoy en 1807, bajo el título Importancia de la historia de la marina española: precisión de que se confíe a un marino, y plan y miras con que de orden superior la emprende el Capitán de Fragata Don Josef de Vargas Ponce[11] y fue publicado por la Imprenta Real en ese mismo año.

				La obra de Vargas Ponce estableció la estructura general sobre la que posteriormente, en la segunda mitad del siglo XIX, se constituirían los grandes estudios del período “clásico” de la historiografía naval española. Salta a la vista, sin embargo, que el primer tercio del siglo XIX se encuentra marcado por una ausencia casi total de estudios sucesores de aquél singular esfuerzo. Esto se debe, muy probablemente, a la crisis general desatada por la invasión francesa de 1808, la cual tuvo por resultado que aquél ambicioso proyecto no fuese inmediatamente retomado por otros eruditos. En su lugar, se produjeron dos ejercicios altamente críticos de historia administrativa e institucional, claramente concebidos en función de coyunturas políticas específicas del reinado de Fernando VII. Se trata de las obras de Zeferino Ferret[12] y Luis María de Salazar. 

				La primera, titulada Exposición histórica de las causas que más han influido en la decadencia de la marina española e indicación de algunos medios para restaurarla..., fue concluida en 1813, siendo publicada en 1819 tras la obtención del favor real. A diferencia de Vargas Ponce, Ferret logró producir una narrativa político-operacional dedicada tanto al período Habsburgo como al borbónico. Así, esta puede ser considerada como la primera obra propiamente historiográfica dedicada al estudio global del sistema naval español (excluyendo, por supuesto, tanto la tratadística de diversos órdenes como otras fuentes primarias). Sin embargo, es preciso considerar que dicha obra representa, también, un ejemplo típico de arbitrismo naval, teniendo como objetivo inmediato hacer uso de la historia para identificar los orígenes de problemas contemporáneos y proponer soluciones inmediatas a la corona. En este preciso sentido, el estudio de Ferret guarda parentesco con la otra gran obra producida durante este período: el Juicio crítico de la marina militar de España dispuesto en cartas de un amigo a otro, de Luis María de Salazar. En efecto, Salazar buscó también hacer uso del estudio de la historia para influir en coyunturas políticas específicas. Sin embargo, lo que otorga a su obra un valor inestimable es la privilegiada posición del autor como ministro de marina de Fernando VII (1814-1816 y, posteriormente, 1823-1832). 

				El Juicio crítico... fue publicado de manera anónima en 40 cartas separadas, escritas entre mediados de 1814 y principios de 1817. Pese a hallarse redactadas, en su mayor parte, en forma de diatriba, las cartas incluyen detalladas discusiones de temas cardinales para la comprensión del sistema naval borbónico: la transición desde los asientos y contratas hasta la generalización de la administración directa; la rivalidad entre las corporaciones militares y administrativas; la situación política del resto de las corporaciones; las actividades de cuenta y razón; la Matrícula del Mar; el gobierno de los departamentos y arsenales; las Ordenanzas de Montes de Marina; diversos aspectos de construcción naval y, finalmente, los proyectos de reforma del primer tercio del siglo XIX. 

				Como es posible observar, prácticamente todos los tópicos desarrollados por generaciones posteriores de historiadores navales fueron originalmente tratados por Luis María de Salazar. Sin embargo, su influencia en la producción académica ha sido extremadamente tenue, pese a que el Juicio crítico... fue temporalmente rescatado del olvido en el año de 1888, cuando Leandro de Saralegui y Medina preparó una edición íntegra en dos volúmenes, publicados en Ferrol.[13]

				La inestabilidad provocada por la Primera Guerra Carlista (1833-1840) tuvo por consecuencia que la historiografía naval desapareciese casi por completo. No sería sino hasta 1839 que viera la luz la Historia de la Armada española, de Juan Miguel de los Ríos, la cual guarda una manifiesta similitud de objetivos con sus dos predecesores del siglo XIX.[14] Entre 1847 y 1851, por otra parte, fueron publicados los dos tomos de la Biblioteca marítima española, de Martín Fernández de Navarrete.[15] Esta masiva bibliografía marcó el inicio de una producción académica sólida y erudita, claramente distante de las motivaciones políticas que impulsaron a las obras anteriores. En esta tendencia pueden ser incluidas las narrativas operacionales de José Ferrer de Couto y José March y Llabores (Historia de la Marina Real española desde el descubrimiento de las Américas hasta el combate de Trafalgar, 1854, e Historia del combate naval de Trafalgar. Precedida de las del renacimiento de la marina española durante el siglo XVIII, 1851);[16] de Jorge Lasso de la Vega (La Marina Real de España a fines del siglo XVIII y principios del XIX..., 1863),[17] y Emilio Orellana (Historia de la marina de guerra española desde sus orígenes hasta nuestros días, 1886).[18] De igual forma, los primeros estudios sobre administración también vieron la luz en este período –las obras de Leandro de Saralegui y Medina (Historia del cuerpo administrativo de la Armada, 1867)[19] y de Javier de Salas (Historia de la Matricula del Mar y exámenes de varios sistemas de reclutamiento marítimo, 1870)–.[20] 

				La biografía tuvo una entrada espectacular durante este período con la aparición de los cuatro volúmenes de Paula Pavía (Galería biográfica de generales de marina, jefes y personajes notables que figuraron en la misma corporación desde 1700 a 1868, 1873-1874),[21] los cuales se mantienen como la principal referencia en esta área. Las obras de Cesáreo Fernández Duro, por otro lado, merecen una mención particular. Los seis volúmenes de las Disquisiciones náuticas (1876-1881)[22] presentan una notable variedad de ensayos, así como una abundancia de transcripciones y referencias bibliográficas. Los nueve volúmenes de Armada española desde la unión de los reinos de Castilla y Aragón (1895-1903),[23] por su parte, representan una contribución extraordinaria a la narrativa operacional y político-administrativa. La obra de Manuel Bahamonde y Ortega, por su parte, presenta de manera más sucinta varios de los mismos tópicos (La administración de la marina militar española durante el reinado de la Casa de Borbón y reformas que esta institución necesita, 1899).[24] En términos generales, es posible sostener que las características fundamentales de la historiografía naval española fueron definidas durante el período “clásico”, comprendido entre 1847 y 1903 y, en particular, por las obras de Fernández Duro.

				Esto nos conduce hacia la segunda fase de producción bibliográfica, iniciada en el primer tercio del siglo XX y constituida por narrativas generales de carácter operacional o administrativo. Entre estas se cuentan las obras de Navarrete y Alcázar (Historia marítima militar de España: Armada española y armadas que le antecedieron, 1907);[25] Moya y Palencia (El ejército y la marina en las Cortes de Cádiz, 1912);[26] De la Guardia (Datos para un cronicón de la marina militar de España: anales de trece siglos, 1914);[27] Condeminas Mascaró (La marina militar española: desde los orígenes hasta 1898, 1930);[28] y Diez de Rivera (Historia de las organizaciones navales de España y de Francia, 1934).[29] En este período también vieron la luz los primeros estudios específicos sobre construcción naval, con las obras de Teófilo Guiard y Larrauri (La industria naval vizcaína, 1917);[30] de Gervasio de Artiñano y Galdálcano (La arquitectura naval española en madera: bosquejo de sus condiciones y rasgos de su evolución..., 1920);[31] y de Federico de Castro y Bravo (Las naos españolas de la carrera de Indias: armadas y flotas en la segunda mitad del siglo XVI, 1927).[32]

				Por otra parte, la producción comprendida entre 1939 y 1975 se caracteriza, también, por el predominio de narrativas generales sobre temas operacionales y administrativos. Este es el caso de las obras de Ibáñez de Ibero (Historia de la marina de guerra española desde el siglo XIII hasta nuestros días, 1939);[33] Fernández de Almagro (Política naval de la España moderna y contemporánea, 1946);[34] Tormo (La Armada española en el reinado de los Borbones, 1949);[35] Estrada y Arnaiz (La influencia del mar en la historia de España, 1950);[36] Navarro González (La marina en la vida de España, 1955);[37] Guillén Tato (Historia marítima española: lecciones para uso de los caballeros guardias marinas, 1961);[38] Martínez de Campos (España bélica: el siglo XVIII, 1965);[39] Cerezo Martínez (España y el poder marítimo, 1975);[40] Martínez-Valverde (La marina en la Guerra de la Independencia, 1974);[41] y Gella Iturriaga (La Real Armada de 1808, 1974).[42] Es preciso mencionar también, como perteneciente a este período, la visión braudeliana de Francisco Felipe Olesa Muñido (La organización naval de los estados mediterráneos y en especial de España durante los siglos XVI y XVII, 1968)[43] así como su detallado estudio de la guerra de galeras en el Mediterráneo (La galera en la navegación y el combate, 1971).[44]

				La última fase dio inicio a partir de 1975 con la publicación, por parte de Rolf Mülhmann, del primer estudio global sobre la infraestructura del sistema naval hispánico (Die Reorganisation der Spanischen Kriegsmarine im 18. Jarhundert, 1975).[45] A este siguió, en 1981, la contribución fundamental de Merino Navarro titulada La Armada española en el siglo XVIII.[46] Estas dos obras marcan el punto de partida de la historiografía naval contemporánea, y resulta difícil exagerar su importancia. Pese a que la obra de Mülhmann jamás fue traducida y, por ende, apenas ha sido considerada por los historiadores de lengua castellana, su impacto ha sido significativo en aquellos estudios internacionales de historia naval que han requerido incluir la experiencia del mundo hispánico. La obra de Merino Navarro, por otra parte, se convirtió prácticamente en la referencia estándar para los historiadores internacionales de la España borbónica. Esta apreciación queda confirmada por el hecho de que el historiador sueco Jan Glete, en su obra clásica –el formidable estudio comparativo de los sistemas navales europeos titulado Navies and Nations...–[47] considerase al mundo hispánico desde la perspectiva de las obras de Mülhmann y Merino Navarro. De manera análoga, numerosos autores que han precisado incluir la perspectiva naval en estudios relacionados con el sistema defensivo hispanoamericano se han basado, ya en la monografía de Merino Navarro, ya en el macroestudio comparativo de Glete.

				Las dos últimas décadas, sin embargo, han presenciado la aparición de cierto número de estudios monográficos en temas diversos de historia naval española e hispanoamericana. La construcción naval, en particular, ha sido abordada desde diversas perspectivas. A la obra fundamental de Serrano Mangas[48] pronto se añadieron los estudios de Rubio Serrano,[49] Casado Soto,[50] Rahn Phillips,[51] González-Aller Hierro,[52] Odriozola Oyarbide,[53] Rodríguez González y Coello Lillo,[54] Mejías Tavero,[55] Ramírez Gabarrús,[56] Juan-García Aguado,[57] Oliveras Parera,[58] Ferreiro,[59] Cabrera de Aizpuru[60] y Serrano Álvarez.[61] 

				Cabe señalar que, pese a la solidez y seriedad de estas obras, la extraordinaria riqueza de los archivos navales hacen que la historia de la tecnología naval española sea, todavía, un vasto tema por explorar. En este sentido, la perspectiva internacional cobra una importancia de primer orden, especialmente si se toma en cuenta que la tecnología marítima de la temprana Edad Moderna era un producto verdaderamente cosmopolita y que, por ende, la historia de la construcción naval española puede ser fácilmente distorsionada si se le estudia en aislamiento de la experiencia de otras potencias atlánticas. Así, las fuentes documentales provenientes de los archivos españoles deben ser enriquecidas por medio del estudio sistemático de la historiografía internacional, particularmente las obras fundamentales de Jean Boudriot,[62] Jean Claude Lemineur,[63] Martine Acerra,[64] John F. Guilmartin,[65] David H. Roberts,[66] Geoffrey Symcox,[67] Brian Lavery,[68] Robert Gardiner,[69] Susan Rose,[70] Richard Harding,[71] Adrian B. Caruana[72] y N. A. M. Rodger.[73]

				El estudio de la artillería española, pese a su importancia para comprender la construcción naval –así como para otras áreas de la historia de la tecnología– sólo muy recientemente ha participado en esta progresiva renovación historiográfica. Durante el siglo XIX, las fuentes clásicas para el estudio del tema –los compendios de J. Sánchez Reciente,[74] S. de Labayru y Azagra,[75] Rovira,[76] Churruca[77] y Morla[78]– dieron paso a las obras fundamentales de  Salas[79] y de Carrasco y Sáiz del Campo.[80] Durante el siglo XX, los estudios técnicos de Vigón[81] y Gil Ossorio[82] se erigieron, junto con la vasta obra de Olesa Muñido,[83] como las referencias fundamentales. El estudio de la artillería desde la perspectiva administrativa e industrial fue posteriormente abordado por Alcalá-Zamora y Queipo de Llano,[84] para los ingenios santanderinos, y por Vega Viguera,[85] para la fundición en Sevilla. La dimensión operativa, por su parte, ha sido explorada por García-Parreño.[86] Finalmente, el reciente estudio de García-Torralba[87] ha completado este panorama con un exhaustivo análisis técnico, digno sucesor de las obras clásicas de Vigón, Gil Ossorio y Olesa Muñido, erigiéndose como nuevo punto de referencia fundamental en esta área. El texto aquí presentado remite a las contribuciones de estos autores según los requerimientos de cada caso. Sin embargo, cabe señalar que, desde la perspectiva de esta línea de análisis, la presente obra se encuentra construída, casi en su totalidad, a partir de la investigación archivística realizada entre 2000 y 2005, incluída originalmente en la ya mencionada tesis doctoral, así como de los resultados de diversas estancias de investigación realizadas entre 2006 y 2010. Es preciso notar que, en todas las transcripciones de fuentes documentales, la ortografía original de los documentos ha sido respetada.

				Por otra parte, las industrias subsidiarias del sistema naval español han recibido un grado de atención variable, manifiesto en algunas monografías recientes sobre maderas,[88] jarcia y otras industrias estratégicas. En este sentido, merecen una mención particular los excelentes estudios de José Quintero González sobre el desarrollo de la infraestructura y las industrias subsidiarias del arsenal de Cádiz;[89] de María Teresa Pérez-Crespo Muñoz sobre el arsenal de Cartagena;[90] de Juan M. Castanedo Galán sobre el astillero de Guarnizo;[91] y de Montserrat Gárate Ojanguren sobre la Real Compañía de La Habana.[92]

				La historiografía dedicada a la administración del sistema naval español, por otra parte, también ha visto recientemente incrementado el número de sus exponentes. Así, las obras de Pando Villarroya,[93] Raquejo Alonso,[94] Perona[95] y Rodríguez-Villasante,[96] si no han abierto nuevos senderos, ciertamente han desbrozado los antiguos; mientras que el estudio colectivo dirigido por Teijeiro de la Rosa[97] ha representado una contribución importante al desarrollar varios de los tópicos expuestos a principios del siglo XIX por Luis María de Salazar. Por otra parte, diversas monografías sobre astilleros, apostaderos[98] y política naval,[99] así como la producción académica difundida a través de publicaciones periódicas especializadas –tales como Mariner’s Mirror, en el Reino Unido; la Revista de Historia Naval, los Cuadernos Monográficos del Museo Naval e Itsas Memoria, en España; y Derroteros de la Mar del Sur, en Francia, Italia e Hispanoamérica– han contribuido al enriquecimiento de esta área de estudio.

				Es preciso mencionar que uno de los tópicos centrales de este libro –la dicotomía entre la producción por contratos o por administración directa, así como su impacto en la formación del aparato administrativo del Estado– ha sido comprendido a través de fuentes de primera mano, particularmente, los contratos establecidos para la producción de buques de guerra y los documentos generados por la burocracia de los departamentos navales. Sin embargo, esta línea de análisis se desprende directamente de los trabajos fundamentales de I. A. A. Thompson, [100] y ha sido puesta en perspectiva a través de las obras de Luis María de Salazar, María Mestre Prat,[101] Juan Castanedo Galán,[102] y Jesús Maiso González;[103] así como de Henry Kamen, Richard Stradling y Cristopher Storrs.[104]

				Esta obra incluye un análisis de los mecanismos financieros del sistema naval y de su relación con la estructura general de la Real Hacienda. También incluye un recuento pormenorizado de la evolución del financiamiento de la construcción naval en América, basado, en su mayor parte, en fuentes de archivo. En este sentido, es preciso mencionar que las contribuciones Jacques Barbier[105] han representado un punto de referencia invaluable. De manera semejante, el conflicto entre los principales grupos de interés del sistema trasatlántico ha sido abordado confrontando fuentes de primera mano con las obras clásicas de Adolfo de Castro[106] y Albert Girard,[107] así como con los más recientes estudios de Manuel Ravina Martín,[108] Reyes Fernández Durán,[109] Ana Crespo Solana[110] y Carlos Pérez Fernández-Turégano.[111]

				Claramente, la extraordinaria riqueza de la documentación conservada en los archivos, así como el progreso reciente de la historiografía, permiten no sólo un nuevo estudio global de la construcción naval en el mundo hispánico, sino también una aproximación al papel de la tecnología en la evolución de las estructuras del sistema imperial español. En este sentido, la presente obra es heredera de un largo debate en torno a la importancia de la guerra como factor de cambio en la historia moderna, iniciado hace varias décadas por los historiadores de la tecnología y retomado, en múltiples formas, por diversos especialistas en historia militar y naval. Se trata de la potencial relación de interdependencia entre las transformaciones de orden tecnológico-organizativo y la creciente capacidad del Estado para la movilización y administración de recursos estratégicos. Efectivamente, pese a sus potenciales implicaciones metanarrativas y tecnocéntricas, esta discusión ha introducido perspectivas innovadoras en el ámbito de la historia naval, al enfatizar la importancia de los sistemas marítimos en el proceso de gestación del Estado moderno. Por otra parte, la importancia cardinal de la tecnología en el desarrollo de estos sistemas hace que –desde la perspectiva naval– el debate deba insertarse en una discusión más vasta –y ciertamente más longeva– sobre la naturaleza del determinismo tecnológico. Así, la presente obra puede ser comprendida como un intento por incorporar la historia de la construcción naval española a los debates contemporáneos sobre la historia de la tecnología.[112]

				Por último, es necesario añadir que uno de los elementos fundamentales del método empleado es la idea de que los productos manufacturados constituyen, en sí mismos, un discurso de la función. Con frecuencia este entronca, especialmente durante el período estudiado, con un discurso político profundamente imbuido por factores ideológicos. Y es precisamente a través de esta semiótica de lo tangible que es posible leer el espíritu de una época y reconstruir, a partir de los objetos –en este caso, los instrumentos fundamentales del poder naval– los discursos rectores de la política imperial y la modernización del Estado.
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				Capítulo I

				Instrumentos de guerra y de comercio

				El sistema marítimo español desarrolló sus rasgos característicos de manera paralela a la consolidación de los espacios geopolíticos reunidos bajo la unión dinástica de los reinos de Castilla y Aragón y, posteriormente, bajo la casa de Habsburgo. Así, su estructura reflejaba no sólo la naturaleza dispersa de las posesiones territoriales de la corona, sino también la multiplicidad de demandas estratégicas generadas por su integración. La manera en que estas demandas recibieron respuesta se encontraba estrechamente relacionada con el desarrollo de las instituciones administrativas y financieras de la monarquía y reflejaba, a su vez, la naturaleza misma del poder del Estado.

				Desde la Baja Edad Media, la importancia del poder naval había sido claramente percibida por los gobernantes cristianos de la Península Ibérica.[1] De hecho, algunos de los episodios cruciales de la Reconquista, tales como la toma de Mallorca, en 1229; de Cartagena, en 1245; o la de Sevilla, en 1248, tuvieron una importante dimensión naval.[2] Así, no resulta sorprendente que la creación de una infraestructura jurídica y administrativa para el mantenimiento de fuerzas navales permanentes haya representado una de las prioridades del gobierno de Alfonso X de Castilla (1252-1284). Efectivamente, la legislación naval castellana se remonta a las Siete Partidas, las cuales definieron, por vez primera, la naturaleza de las armadas reales, la estructura de su mando y tripulación, así como los principios básicos de su pertrecho y aprovisionamiento.[3] Sin embargo, es preciso considerar también la importancia de la expansión aragonesa a partir de la unión con Cataluña y Provenza, acaecida durante el reinado de Ramiro II (1134-1157). La conquista de Murcia, Valencia y Mallorca, durante la primera mitad del siglo XIII, convirtió a las fuerzas marítimas catalano-aragonesas en un factor de primer orden en la lucha por el control del Mediterráneo occidental. Particularmente, la ocupación de las Baleares marcó el acelerado desarrollo naval de Aragón, al intensificar el intercambio tecnológico con las repúblicas italianas y al involucrar de lleno a su casa reinante, tras la muerte de Federico II Hohenstaufen, en la lucha dinástica por el control del Reino de las Dos Sicilias. Esto condujo también, tras una serie de conflictos con la Segunda casa de Anjou (concluidos en 1302), a la expansión de la influencia catalano-aragonesa a diversos enclaves del Mediterráneo oriental. La complejidad de los procesos que impulsaron la expansión marítima de Aragón quedarían registrados en el Libro del Consulado del Mar,[4] compilado en la segunda mitad del siglo XIV.

				Como parte de los mecanismos que conducirían a la culminación de la guerra terrestre y marítima contra el Islam peninsular, se crearon los primeros astilleros y arsenales al servicio de la corona castellana –establecidos en Sevilla–, en el mismo punto en que se encontraban las antiguas atarazanas almohades. De manera semejante, se adjudicó a los oficiales de la corona un cierto número de tierras y fincas agrícolas, con la finalidad de asegurar el mantenimiento de las fuerzas navales por medio de una clara relación de vasallaje.[5] Como ejemplo concreto de este mecanismo, desde 1297, la casa nobiliaria de los Pérez de Guzmán recibió en señorío el puerto de Sanlúcar de Barrameda, situado en la bocana del Guadalquivir, en la Andalucía baja. Posteriormente, los Pérez de Guzmán serían también nombrados condes de Niebla y, finalmente, duques de Medina Sidonia y marqueses de Cazaza. Esta concentración de territorios bajo una misma casa nobiliaria obedeció a su condición de espacios de frontera, de lo cual se desprende que el gobierno de Andalucía tuviese, desde sus mismos orígenes, un marcado sentido de jurisdicción militar y naval.[6] Como se verá más adelante, la relación de vasallaje entre la Corona de Castilla y la casa de Medina Sidonia representaría no sólo uno de los elementos cruciales de la Reconquista, sino también uno de los fundamentos del poder marítimo y naval español.

				Esta combinación de procesos dio lugar al inicio de una importante presencia naval hispana en el Mediterráneo occidental, la cual culminó con una serie de campañas destinadas a mermar el poder marítimo musulmán, obstaculizando las relaciones comerciales entre el reino de Granada y los enclaves islámicos en el norte de África.[7] Efectivamente, la competencia marítima entre los reinos cristianos de la Península Ibérica y el poder musulmán se intensificó a partir de la segunda mitad del siglo XIII, alcanzando su punto climático a lo largo del siglo XV, cuando la presencia castellano-aragonesa logró finalmente imponerse como nuevo poder dominante en el área.[8] En este proceso, la más alta dignidad militar y administrativa otorgada por la Corona de Castilla –la plaza de Capitán General– pasó a tener también un marcado sentido marítimo. Efectivamente, la casa de Medina Sidonia logró consolidar su poder sobre la Andalucía baja cuando, tras la muerte de la reina Isabel de Castilla, brindó su apoyo a Felipe de Habsburgo y a su esposa Juana, ante el fortalecimiento de la autoridad de Fernando el Católico. Con esto, el duque de Medina Sidonia recibió, en 1505, el cargo de Capitán General y Lugarteniente de los Reinos de Granada, Sevilla, Córdoba, Murcia, Jaén, los Algarves y, finalmente, de toda la Andalucía baja. Esto sucedía en un período en que el área cobraba una importancia económica fundamental, al incrementarse el comercio marítimo entre las posesiones españolas de Flandes e Italia, por un lado, y al abrirse las rutas de intercambio con América, por otro. Más aún, su condición de frontera marítima, así como el intermitente estado de guerra con los enclaves musulmanes del norte de África, convirtieron a la Capitanía General de Andalucía en una posición política de primera importancia militar y naval. 

				Es preciso considerar que, para entonces, la práctica de la guerra en el Mediterráneo se hallaba altamente desarrollada, hasta el punto de conformar un “sistema” característico de la zona, una serie de mecanismos interdependientes y notablemente adaptados, tanto a sus condiciones geográficas y meteorológicas, como a las prácticas tradicionales del comercio marítimo. De hecho, la relación entre la guerra y el comercio en el espacio mediterráneo aparece tan estrechamente constituida que resulta imposible considerar ambos fenómenos de manera separada. Por ende, es preciso tener presente el uso endémico de la violencia como elemento constitutivo de las actividades comerciales, así como de los patrones de depredación surgidos como resultado de los contactos entre diversas economías marítimas en competencia –la llamada guerra de corso–.[9] De igual forma, es preciso considerar que, desde la perspectiva hispana, la lucha contra el corso musulmán dependió en una proporción importante de la capacidad de movilización de recursos por parte de la casa de Medina Sidonia, a través de la Capitanía General de Andalucía.[10]

				El instrumento desarrollado por las potencias marítimas mediterráneas como respuesta a la intermitente guerra de corso fue un buque de guerra especializado, la galera, efectivamente adaptado tanto a las condiciones de navegación costera como a los requerimientos de las diversas formas de conflicto marítimo imperantes en la zona. De hecho, la primera fuerza naval castellana, creada por Alfonso X, así como las fuerzas navales catalano-aragonesas que, a partir del siglo XIV, se abrieron paso hacia el extremo oriental del Mediterráneo, se encontraban compuestas en su mayor parte por unidades de este tipo.[11] En términos generales, se trataba de un buque largo y de escaso calado cuyo principal mecanismo de propulsión consistía en una serie de remos dispuestos por ambas bandas a lo largo de la eslora –o longitud del casco (también llamado buco)–. El mecanismo de propulsión secundario, empleado en trayectos distantes o como auxilio de los remos, consistía, usualmente, en un solo palo provisto de aparejo latino y dispuesto hacia la parte delantera del buco. El número de palos podía incrementarse hasta tres, tal como en el caso de la galia grossa, la gran galera mercante veneciana del Renacimiento temprano. De hecho, existían numerosas variantes, desde las destinadas al tráfico mercante de productos de alto valor y escaso volumen, hasta aquellas destinadas específicamente a funciones militares, particularmente, como plataforma de infantería.

				El número de bancos de remeros contenidos por banda podía variar notablemente, según las proporciones de la galera y, por supuesto, según las funciones que estaba destinada a cumplir.[12] Durante la Baja Edad Media, la forma más común de armar la boga, esto es, de disponer el uso de los remos, consistía en colocar tres o cuatro hombres por banco, cada uno dotado con un remo. Esta disposición era conocida, en la zona de influencia de las repúblicas italianas, como alla sensile y, en la zona de influencia ibérica, como a la sencilla. Según el número de hombres por banco –tres o cuatro– podía también ser llamada tercerol o cuarterol. 

				La diferente distancia en la posición de los remeros con respecto a sus respectivos estrobos –los anillos de sujeción situados sobre los escálamos y las postizas– resultaba en la necesidad de establecer diferentes longitudes para la caña de los remos. Así, el remero más próximo a la borda tenía asignado el remo más corto, lo cual incrementaba la fuerza necesaria para accionarlo. Este desequilibrio era compensado emplomando el guión –o asidero– del remo, un método conocido en el ámbito catalano-aragonés como terçol emplomat; o añadiendo contrapesos en el extremo del guión –un aditamento conocido en el ámbito castellano como lambaza (en plomo) o galaverna (en madera). Cabe señalar que la disposición a tercerol o terçol correspondía a las llamadas galeras ordinarias– aquellas dotadas de unos 25 bancos por banda, aunque las bastardas –unidades mayores frecuentemente utilizadas como galeras de fanal, esto es, como buques insignia– llegaron a acomodar entre 26 y 30 bancos, dispuestos en tercerol o cuarterol.[13] Por otra parte, es preciso mencionar también la existencia de los uixers catalanes, esto es, de galeras de transporte dotadas de dos remeros por banco, destinadas a las operaciones anfibias. Este tipo de unidades se hallaban dotadas de portalones situados a la popa, desde los cuales era posible extender una rampa que permitía a los caballeros descender directamente hasta la playa, montados y con equipo de combate completo.[14] A partir del siglo XIV, la disposición de tres remos por banco se generalizó en las galeras ordinarias construidas en los reinos ibéricos. En contaste, la peculiar construcción experimental de una galera de cinco remos por banco, realizada en el arsenal de Venecia por el humanista italiano Vettor Fausto, en 1529, no tuvo ningún efecto en los patrones constructivos de las potencias mediterráneas.

				Durante el siglo XVI tuvo lugar una transición importante en las formas de armar la boga.[15] En efecto, la vieja disposición conocida como alla sensile o a tercerol y cuarterol dio paso a la disposición a scaloccio o alla galloza (en castellano, a la galocha): tres o más hombres por banco, sirviendo todos un mismo y más largo remo. Resulta pertinente señalar que Olesa Muñido ha atribuido este cambio a un accidente en una armada española de galeras, comandada por Bernardino de Mendoza en 1546. Según esta interpretación, el paso se debió a la necesidad coyuntural de adaptar varios remeros a un solo remo, siendo éste posteriormente reconocido como un método más eficaz de armar la boga. Por otra parte, John Guilmartin ha relacionado el cambio con la introducción de mayores y más pesadas piezas de artillería en los distintos teatros navales del Mediterráneo, incrementando el peso de las naves y estimulando, con ello, la experimentación en los métodos de boga.[16] Por su parte, Mauro Bondioli, René Burlet y André Zyzberg, también reconociendo el posible impacto de la artillería en la disposición de los bancos de remeros, señalan que un incremento significativo en la superficie vélica de las galeras tuvo lugar durante el mismo período.[17]

				Comprender los mecanismos de propulsión a remo es un asunto de trascendencia para el estudio de los principios tácticos y estratégicos que definieron los patrones de conflicto en el Mediterráneo y, a su vez, de los requerimientos logísticos y administrativos enfrentados por los gobiernos que desarrollaron grandes fuerzas de galeras como instrumentos de poder político.[18] En efecto, la tenue distinción entre la guerra y la paz, entre el comercio y la piratería, generó la necesidad de mantener fuerzas permanentes, lo cual, a su vez, conduciría eventualmente a la creación de un aparato legislativo dedicado al control y explotación de los recursos estratégicos, en especial las zonas madereras.[19] Por otro lado, siendo que se trataba de un sistema basado principalmente en la fuerza muscular de la chusma –el conjunto de remeros–[20] la movilización y manutención de un gran número de hombres se erigía en asunto de primera importancia. El manejo de la gente de remo requería la existencia de oficiales profesionales –la figura del cómitre– así como de marinería experimentada para la maniobra de la vela, comprendida, junto con la tropa embarcada, en el concepto genérico de gente de cabo.[21] Sin embargo, el principio del servicio de remeros a sueldo –llamados de buona voglia en las repúblicas italianas y, en el ámbito ibérico, buenos boyas– fue cediendo el paso al mantenimiento de grandes números de esclavos y forzados,[22] lo cual tendría, eventualmente, profundas repercusiones sociales.[23] Más aún, los altos costos de operación, incrementados de manera paralela a los costos de las raciones,[24] producirían un progresivo retroceso de la intervención estatal y, en proporción diametralmente inversa, un incremento en la participación de la iniciativa privada[25] en la administración de las escuadras de galeras. Por otra parte, es preciso considerar, también, que la transición desde el reclutamiento voluntario al uso sistemático de forzados puede haber incidido en la transición desde la boga a la sencilla hacia la boga a la galocha, al hacer más eficiente la labor de una fuerza de trabajo menos calificada.[26] Efectivamente, el método a la sencilla era tradicionalmente reservado, en prácticamente todas las potencias navales del Mediterráneo, para los buenos boyas. Sin embargo, existe evidencia de que los forzados, encadenados de ambos pies, podían también remar de esta forma, aunque esto implicaba modificar la cadencia de sus movimientos en golpes más cortos y rápidos. En contraste, el nuevo método a la galocha facilitaba la coordinación de los forzados, al obligar al hombre situado más cerca de la borda a marcar el ritmo que debían seguir los demás. Así, la simpleza de este mecanismo, a diferencia de la superior coordinación requerida por el método a la sencilla, resultaba fácilmente adaptable al trabajo esclavo, estimulando, a su vez, la adopción de un nuevo método para sujetar a los remeros, esta vez, de un solo pie.[27]

				La combinación de estos elementos, estrechamente ligados a las características de la propulsión rémica, determinaría las capacidades y los límites del uso de la galera como instrumento estratégico.[28] De manera análoga, incidirían de manera contundente en sus características técnicas, dictando, a un tiempo, los límites y alcances de las funciones tácticas que era capaz de realizar.[29] Efectivamente, la dependencia de la fuerza motriz proporcionada por el golpe de remo en el agua exigía minimizar la resistencia presentada por la obra viva –la superficie sumergida del casco–. De igual forma, un alto bordo redundaba en el incremento de la longitud de los remos, añadiendo así a la cantidad de energía necesaria para operarlos.[30] Ambos elementos actuaban en contra de un gran calado en la construcción del buco, lo cual, a su vez incidía de forma negativa no sólo en su capacidad para la navegación de altura, sino también en su capacidad para almacenar víveres y agua.[31] De esto resulta que la galera se encontraba pobremente dotada para operar a gran distancia de sus bases de aprovisionamiento,[32] así como para enfrentar condiciones meteorológicas adversas. Sin embargo, se hallaba perfectamente adaptada para operar en aguas someras, cercanas a la costa, así como para maniobrar en ausencia de vientos favorables.[33] Así, la evolución técnica de la galera estuvo estrechamente relacionada con el desarrollo de bases y fortificaciones costeras, en un sistema de armamentos semianfibio basado en la proyección de fuerza militar a través de los espacios marítimos.[34]

				Sin embargo, es preciso señalar que la condición de plataforma de infantería, propia de la galera, representaba tan sólo una de las respuestas tecnológicas generadas por las economías mediterráneas ante la recurrencia del conflicto en el mar. En efecto, los buques mancos (aquellos propulsados solamente a vela), usados con frecuencia en el comercio debido a su capacidad de carga y su resistencia a los elementos, podían ser también adaptados para la guerra mediante la incorporación de plataformas de infantería –alcázares y castillos– sobre la obra muerta.[35] Más aún, el alto bordo de los buques de vela –también llamados redondos– contribuía, en buena medida, a incrementar la eficacia de las armas portátiles, además de representar una defensa natural contra el abordaje.

				Significativamente, la presencia de veleros de alto bordo en las armadas reales de Castilla –compuestas, como hemos visto, esencialmente por galeras– se encuentra codificada, también, en las Siete Partidas de Alfonso X.[36] De hecho, la monarquía hispana hizo empleo, desde una etapa temprana, de armadas compuestas exclusivamente por buques mancos, como fue el caso de aquella aprestada por los Reyes Católicos para el viaje de la infanta Juana a Flandes, donde celebraría sus esponsales con el archiduque Felipe de Habsburgo en 1496.[37] Por otra parte, la armada aprestada en 1505 para el viaje del rey Fernando a la Península Itálica, pese a hallarse compuesta en su mayor parte por galeras, contó también con un número importante de estos buques.[38] 

				Así, la capacidad de transporte de los veleros de alto bordo, tanto como sus relativas ventajas tácticas ante las galeras, aseguraron su presencia regular en las operaciones navales de la corona española, usualmente, con unidades producidas en los enclaves navieros de la costa norte de la Península Ibérica. Sin embargo, es preciso considerar que la utilidad de estos buques como instrumentos de combate fue, durante la Baja Edad Media, relativamente limitada, debido a que la pobreza del aparejo –todavía poco desarrollado– hacía imposible igualar la superior movilidad de los buques propulsados a remo. Las galeras, en contraste, podían operar en condiciones que neutralizaban las ventajas tácticas de los buques mancos, pudiendo navegar a palo seco, esto es, con ausencia total de velamen, además de poseer una maniobrabilidad extremadamente alta.[39] Esta situación, sin embargo, registró un importante viraje hacia finales del siglo XV, cuando la presencia de buques mancos en las armadas reales castellanas se incrementó notablemente. Este cambio coincidió con la introducción de nuevos y más complejos tipos de velamen en los buques mancos, desarrollados algunas décadas antes por las economías navieras del norte de Europa.[40] Muy pronto se inició, también, su combinación con el aparejo latino –de vela triangular– típico del Mediterráneo.

				Esta nueva simbiosis de modelos tecnológicos tuvo lugar a partir de la culminación de la Reconquista cristiana de la Península Ibérica, la cual intensificó los contactos entre las economías navieras del norte y el sur de Europa a través del estrecho de Gibraltar. Así, la introducción del palo de trinquete –dotado, tal como el tradicional palo mayor, de vela cuadra– así como del palo de mesana –dotado de vela latina– aunadas a la invención del timón de codaste, hicieron del tradicional velero de alto bordo un competidor progresivamente más eficaz en la práctica de la guerra en el mar. [41] 

				Existen numerosos ejemplos de este fenómeno, registrados en distintas campañas navales de este mismo período en diversos teatros del Mediterráneo. En el caso específico del poder naval castellano, se trata de las operaciones realizadas, a partir de la última década de siglo XV, en contra de los enclaves marítimos musulmanes en la costa noroccidental de África. Significativamente, existen testimonios explícitos que indican que los comandantes españoles comenzaron a buscar una mayor proporción de buques mancos en las armadas al servicio de la corona. Por otra parte, la experiencia de otras potencias mediterráneas, tales como la batalla de Zonchio en 1499, o de Prevesa en 1538, libradas entre la República de San Marcos y el Imperio Otomano, confirmaron que los veleros podían, en ciertos casos, actuar con eficacia ante los embates de las galeras.[42] 

				Empero, es preciso enfatizar que la progresiva superioridad de los buques redondos sobre las galeras no resultó necesariamente evidente en todos los contextos y en todas las circunstancias, y que, de hecho, su imposición como modelo tecnológico dominante no fue resultado de un proceso unívoco o uniforme. Como ejemplo de esto, es posible señalar el éxito de las galeras otomanas sobre los veleros portugueses en la batalla de Jiddah, acaecida en 1517 en el Mar Rojo.[43] Así, distintos modelos tecnológicos, generados por consideraciones tácticas, estratégicas y financieras de orden diverso, disputarían la preponderancia sobre los campos de batalla, no sólo del Mediterráneo, sino también de su periferia, a partir de los últimos años del siglo XV.

				El nuevo velero de aparejo completo evolucionó en distintas formas, definidas en función de las necesidades de la navegación de altura. Dos tipos ibéricos quedaron claramente diferenciados a lo largo del siglo XV: la carraca –buque redondo de gran capacidad, posteriormente dotado de superestructuras defensivas– y la nao –unidad de medianas proporciones, relativamente más ligera y maniobrable–. Un tercer tipo, la carabela, aunque usualmente identificada con buques de proporciones menores y de aparejo, ya redondo, ya latino, ha resultado de difícil definición para los especialistas. En palabras de Chocano Higueras: “[...] las referencias a las carabelas aún suponiendo unas condiciones de celeridad en la marcha y rapidez en las evoluciones, no indican un tipo de nave concreto, sujeto a gálibos y formas determinadas por una fórmula permanente y con aparejo uniforme”.[44] 

				Es preciso considerar que, desde la Baja Edad Media, la incorporación de navíos redondos a las operaciones navales de la corona se llevaba a cabo, generalmente, por medio de la participación de la iniciativa privada. En particular, se trataba de las economías navieras de la costa cantábrica: Asturias, Galicia, Cantabria, Vizcaya y Guipúzcoa. En efecto, estas poblaciones, dedicadas desde antaño a la navegación de altura, solían proporcionar buques pertrechados y tripulados a cambio de la celebración de un contrato –también llamado asiento– entre la corona y el comandante escogido por las mismas provincias.

				De esto se desprende el interés que demostró la corona española por reglamentar la producción privada de navíos de alto bordo. Esto aparece confirmado cuando menos desde 1494, cuando se expidió una cédula asegurando estímulos pecuniarios para los fabricantes de naos. Poco después, en 1498, se expidió otra, ofreciéndose ventajas y gratificaciones financieras a los que las fabricasen de 600 a 1000 toneladas. Posteriormente, en 1501, se expidió una tercera, prohibiendo la venta a extranjeros de embarcaciones construidas en los dominios de la corona, eliminando, con ello, la posibilidad de mantener un mercado de exportación.[45] Finalmente, el uso naval de los veleros de alto bordo quedó plenamente establecido por una Real Provisión del 15 de octubre de 1502, la cual mandaba otorgar una prima financiera a los constructores de grandes buques de vela, para la defensa de las rutas hispanas y la lucha contra el corso.[46] En este sentido, el establecimiento de las llamadas Leyes de Mayoría, destinadas a favorecer la producción de buques de dimensiones superiores, así como los subsidios destinados a sus fabricantes,[47] aparecen como indicios del interés de la corona por asegurar que los navíos mercantes construidos por particulares presentasen características adecuadas para la guerra.

				Bajo esta luz, resulta preciso considerar que, desde finales del siglo XV, un nuevo elemento también había abierto progresivamente su paso entre los patrones de conflicto marítimo del Mediterráneo. Se trata de la introducción de la artillería pesada como elemento principal del armamento de las galeras, pronto adoptado por las principales potencias en liza por la hegemonía marítima en el sur de Europa.[48] Por supuesto, las economías marítimas del norte también habían adoptado, desde una etapa temprana, el uso de la nueva arma. Sin embargo, debido a su escasez y a la complejidad de su manejo, la artillería de andana –aquella dispuesta en los costados de los veleros de alto bordo– no había generado, todavía, patrones tácticos decisivos. De manera análoga, las piezas ligeras desplegadas en las obras muertas[49] no habían alterado de manera substancial las tácticas de infantería prevalecientes hasta entonces.[50]

				En contraparte, la introducción de piezas de artillería de grueso calibre en la proa de las galeras trajo consigo una crisis en la práctica de la guerra en el mar,[51] pues la nueva combinación de principios tácticos –una o varias piezas de artillería montadas en el eje de movimiento del buque, disparando casi al ras del agua– terminó, de manera abrupta, con las ventajas de los veleros de alto bordo –basadas enteramente en su potencial superioridad como plataformas de infantería–. En efecto, la artillería pesada de las galeras permitía iniciar la acción –incluso, potencialmente, hundir al buque adversario– antes de que las armas portátiles de su infantería pudiesen tener efecto decisivo y, por supuesto, antes de que el abordaje fuese practicable. 

				La fundición de artillería de bronce ya había sido establecida en Málaga, cuando menos, desde 1530.[52] Sin embargo, es preciso recordar que cada productor seguía sus propias especificaciones respecto al calibre, peso, proporciones y diseño. Existían, empero, designaciones generales o “familias” de piezas de artillería con características más o menos similares: los cañones, las culebrinas y los pedreros. El primer grupo se dividía, a su vez, en varios subtipos: los cañones enteros (de alrededor de 40 libras de bala, o más); medios cañones (de hasta 25-26 libras de bala); y tercios o terceroles (de alrededor de 16 libras de bala). En términos generales, las piezas de alrededor de 24 libras en adelante se fundían con una longitud de ánima de 18 a 20 calibres, mientras que los medios cañones lo eran con una longitud de 20 a 22 calibres. Los ejemplares que excedían estas proporciones eran denominados aculebrinados y los que no las alcanzaban, bastardos.[53] Las culebrinas propiamente dichas, por otra parte, se fundían en una longitud de ánima de hasta 30 o 32 calibres. Existía también una variedad de cañones recamarados ligeros para uso en los castillos y alcázares de los buques, la artillería menuda, conocida también como piezas de braga.[54]

				El primer intento por homogeneizar la producción de artillería española tuvo lugar en 1540, cuando una ordenanza estableció seis calibres básicos, así como las proporciones con que éstos debían ser fundidos. Este reglamento, empero, no tuvo efecto decisivo para la estandarización de diseños en los reinos españoles. Por otro lado, se promulgaron diversas cédulas individuales –en los años de 1531, 1534, 1535, 1539, 1541, 1543 y 1568– señalando requerimientos específicos para el artillado de los buques.[55] Por otra parte, la ordenanza especializada de artillería naval decretada en 1552 para los buques de la Carrera de Indias no incluía ninguna especificación para la producción de cañones. Una nueva ordenanza para la artillería de tierra fue decretada en 1609, estableciendo calibres de 40, 24, 10 y 5 libras y guardando las denominaciones basadas en “fracciones de cañón”, así como los nombres genéricos de cañones, culebrinas y pedreros. Este código no tuvo mayor impacto en la estandarización de la producción que su predecesor de 1540.[56]

				La producción de cañones de bronce fue desarrollada también por la corona española en Lisboa, desde 1587, y en La Coruña, desde 1596. En 1611, la fundición por asiento fue extendida a la ciudad de Sevilla[57] y, en 1622, una factoría para la fundición de cañones en hierro fue establecida, por empresarios flamencos, en el enclave cantábrico de Liérganes.[58] En 1640 se expandió la fundición en hierro a La Cavada. Es importante mencionar, sin embargo, que los altos hornos para la fundición en hierro establecidos en Cantabria estaban dedicados, originalmente, a la producción de piezas para el servicio de tierra.[59] Fue sólo a partir de 1650 que ambas locaciones comenzaron a fundir cañones de hierro de hasta 16 libras de bala, aptos para el servicio en las baterías principales de los navíos.[60] Alrededor de 1630, el tradicional cureñaje de dos ruedas –adaptado tanto para el uso en los veleros de alto bordo como en las fortificaciones terrestres– fue sustituido por el diseño propiamente naval de dos ejes y cuatro ruedas. Por el contrario, la clasificación de las piezas basada en el sistema de “fracciones” (mitades, tercios y cuartos de cañón) se mantuvo en uso hasta principios del siglo XVIII.[61]

				Es preciso considerar que la adaptación de la artillería pesada a los principios del sistema mediterráneo requirió una serie de modificaciones estructurales en la concepción técnica de la galera. Efectivamente, dado que los costados del buco aparecían ocupados por los bancos de remeros, el único punto susceptible para desplegar con eficacia la artillería pesada era, como se ha señalado, la proa misma de la nave. Esto condujo a la introducción de la pieza de crujía,[62] el armamento pesado dispuesto en el plano diametral del buque, el cual era emplazado en la corulla,[63] el espacio cubierto por el castillo de infantería en la proa –la arrumbada–.[64] Esta pieza sería eventualmente acompañada de dos piezas aculebrinadas en ambos costados e incluso, en las galeras bastardas, de dos pedreros. Se ha mencionado que el propósito de esta disposición obedecía al deseo de aprovechar al máximo las distintas funciones de cada tipo de pieza. Así, el cañón de crujía estaría destinado a causar daño estructural a los buques enemigos, mientras que las culebrinas o cañones aculebrinados serían empleados a la caza, esto es, en el tiro de persecución a cierta distancia. Por otra parte, los pedreros servirían como arma antipersonal, al fragmentarse los proyectiles de piedra caliza –bolaños– con que eran cargados.[65] Sin embargo, es preciso señalar que estudios balísticos recientes[66] han puesto en duda la claridad de estas distinciones, al poner de manifiesto la extrema imprecisión de la artillería de la temprana Edad Moderna –elemento que relativiza el concepto de “largo alcance”, así como los supuestos efectos de fragmentación de los proyectiles de piedra–.[67] Así, pese a las distinciones entre las piezas, la tendencia imperante consistía en reservar su uso hasta el momento mismo de contacto con el enemigo. En las palabras de don García de Toledo, un célebre comandante español del siglo XVI: “[...] el ruido de romper los espolones y el trueno de la artillería debe ser todo uno mismo, o poco más o menos”.[68]

				En cualquier caso, resulta a todas luces aparente que la introducción de la artillería pesada, en un principio, no hizo sino fortalecer los principios tácticos del sistema mediterráneo. En efecto, la nueva tecnología fue plenamente incorporada a las tácticas de abordaje, iniciando los encuentros al disparar por encima del espolón[69] –el ariete de proa que cumplía la función de puente de abordaje– mientras que la infantería se aprestaba para avanzar desde la tamboreta[70] –la plataforma triangular emplazada directamente sobre la proa– bajo la protección del fuego de la arcabucería desplegada sobre la arrumbada. Por otra parte, la arcabucería situada sobre la carroza –o superestructura de popa–[71] podía también apoyar con su fuego a las partidas de abordaje situadas en la proa. Esto representó un elemento importante en la evolución de la táctica de galeras, al introducir un elemento dinámico –el fuego de artillería– como preludio al contacto del espolón y a la intervención de la infantería. Así, las tradicionales tácticas defensivas de la Baja Edad Media, tendientes a incrementar el área disponible para la acción de la infantería provista de arcos y ballestas por medio del acercamiento –e incluso unión– de los bucos,[72] comenzaron a resultar progresivamente menos eficaces. En otras palabras, la introducción de la artillería pesada en la proa de las galeras tendría un efecto positivo en las tácticas de abordaje, intensificando el efecto del tiro de preparación.

				El surgimiento de la artillería pesada trajo también la evolución de otros tipos de embarcaciones armadas al estilo de la galera. En efecto, a las variantes de menor tamaño, usualmente carentes de arrumbada –la fusta, la galeota, el bergantín y la fragata–[73] se añadió la galeaza, una versión de dimensiones notablemente mayores, concebida específicamente como portadora de artillería.[74] Algunos autores –entre ellos, Gervasio de Artiñano y Galdálcano, Frederic C. Lane y Ulrich Alertz– le atribuyen un parentesco directo con la galia grossa, la gran galera mercante[75] empleada por las ciudades marítimas italianas.[76] También es preciso apuntar que, en contraste, otros estudios –en particular, los de Olesa Muñido– han señalado que la galeaza se encontraba originalmente concebida como un buque de guerra especializado, montando tanto artillería de crujía, como piezas desplegadas en eje perpendicular al movimiento del buque. Dotada de castillos a popa y proa, parapetos para la protección de la gente, portas para el juego de los cañones y un bordo de mayor altura que el de las galeras ordinarias, la galeaza resultaba una poderosa fortaleza flotante. Sin embargo, pese a contar con tres palos y aparejo latino, sus cualidades marineras y su capacidad de maniobra eran usualmente muy reducidas, teniendo que ser, en ciertos casos, remolcada hasta la acción.[77]

				Así, la superación de los principios tácticos del sistema mediterráneo, reforzados por la introducción de la artillería pesada, se convirtió en un serio problema para las economías competidoras del norte de Europa durante buena parte del siglo XVI.[78] La búsqueda de una respuesta a este desequilibrio táctico tuvo –de acuerdo con N. A. M. Rodger– profundas consecuencias para el desarrollo de nuevos tipos de veleros de alto bordo. Efectivamente, la solución se obtuvo de manera gradual, a lo largo de más de medio siglo, y estuvo basada en la combinación de elementos estructurales de la galera –castillo de proa a baja altura combinado con beque y artillería pesada situada a la caza– y el buque redondo –velamen y aparejo completos combinados con alto bordo y alcázar a la popa–.[79] Esta peculiar solución constituyó la característica fundamental del galeón norte-europeo.[80] 

				En este contexto, es preciso señalar que la evolución del galeón español, el buque característico del sistema atlántico de los Habsburgo, tuvo también su origen, en cierta medida, en la combinación de principios propios del sistema mediterráneo y las necesidades de la navegación atlántica. De acuerdo con Artiñano y Galdálcano,[81] su linaje probablemente se encuentra en la galeaza mediterránea, empleada en las campañas contra el poder naval otomano.[82] Por otra parte, ya Fernández Duro –desde fines del siglo XIX– y Veitia Linage –desde 1672– habían señalado la existencia de indicios de la combinación de elementos estructurales de galeras y veleros de alto bordo durante la segunda mitad del siglo XVI. Sin embargo, el mecanismo de transición entre los conceptos mediterráneos expresados en el diseño de la galera, hasta los conceptos atlánticos reflejados en la construcción del galeón,[83] presenta un panorama notablemente más complejo[84] y sólo muy recientemente se han aclarado sus líneas fundamentales. En primera instancia, resulta imprescindible considerar las diferencias entre la galeaza mediterránea y la galeaza cantábrica, señaladas con precisión, en años recientes, por Cerezo Martínez, Casado Soto, y Trueba.[85] Por otra parte, es preciso tener en cuenta que el desarrollo técnico del tipo eventualmente conocido como galeón se encuentra inextricablemente relacionado con el proceso de consolidación de los mecanismos del comercio trasatlántico y con la interacción de diversos grupos de interés político y financiero.

				Desde fines del siglo XV, la corona española había desarrollado un sistema de defensa para las costas peninsulares compuesto de diversas armadas independientes entre sí. La más activa durante el período inicial fue la Armada Real del Reino de Granada, consolidada bajo el gobierno de los Reyes Católicos en el período culminante de la guerra contra el Islam peninsular. Se trataba de una fuerza de galeras basada principalmente en Málaga, la cual obtuvo carácter permanente a partir de 1492, debido al recrudecimiento del corso musulmán en el estrecho de Gibraltar. Operaba en aguas del Mediterráneo, entre Barcelona y Palma de Mallorca, hasta las costas del norte de África. Se encontraba enteramente financiada por la corona, por medio de contratos con empresarios particulares, como la familia Carvajal y, posteriormente, Rodrigo de Portuondo y Álvaro de Bazán el Viejo.[86]

				De manera semejante, existieron también otras armadas de galeras financiadas por la corona, aunque su existencia resultó más bien efímera: las llamadas de Levante y de Cataluña. Finalmente, es preciso señalar que la expansión de la esfera de influencia española a Italia trajo consigo la necesidad de establecer armadas en aquélla península. Así, se establecieron las galeras de Génova, de Nápoles y de Sicilia, usualmente mantenidas por medio de contratos con empresarios privados locales.[87]

				Por otra parte, se establecieron también armadas de buques mancos destinadas a la vigilancia de las costas atlánticas. La primera, llamada de Vizcaya, tenía por sede los puertos vascos de Lequeitio y Laredo y cubría la zona norte y noreste de la Península. Su origen se remonta a los años de 1492-93, y su función principal, cuando menos hasta la firma del Tratado de Tordesillas, consistía en contener la presencia naval portuguesa. Sin embargo, a partir de 1494, con el estallido de las guerras de Italia, su objetivo principal pasó a ser la contención del corso francés. Hacia 1550 se dividió en dos fuerzas, una destinada a cubrir la ruta desde Finisterre a Inglaterra y Flandes, y la otra dedicada a patrullar la zona desde Finisterre hasta Andalucía. Operaba con navíos atlánticos, esencialmente carabelas, ocasionalmente apoyadas por naos, y era directamente financiada por el comercio a través del mecanismo conocido como avería del norte,[88] o simplemente avería.[89] Se trata de una práctica ciertamente antigua –retomada a partir de 1507 para proteger los navíos que hacían el tornaviaje de América– la cual consistía en el cobro de un porcentaje sobre los productos transportados para el comercio.[90] El sistema, denominado por la historiografía de disminución de riesgos, se remonta cuando menos al siglo XV tardío, y ha sido considerado como un seguro marítimo mutuo, de carácter preventivo antes que reparatorio, constituido ante un riesgo específico y permanente: la guerra de corso.[91] 

				La segunda fuerza fundamental compuesta por navíos atlánticos, la Armada Guardacostas de Andalucía, fue establecida en 1521 ante la reapertura de las hostilidades en Italia. Su centro rector era la misma Casa de Contratación, y su objetivo era la protección de las rutas de comercio trasatlántico, en la zona comprendida entre las Azores, las Canarias y Sanlúcar de Barrameda. Tal como el caso de la Armada del Reino de Granada, la de Andalucía no fue concebida como escuadra permanente, pero la intermitente fricción con Francia hizo que se decidiese conservarla. Hacia 1590 comenzó a funcionar por contrato con empresarios privados, financiados por medio de la avería, y se le agregaron los galeones de la Armada de Portugal.[92]

				Así, es preciso tener presente que el sistema de armadas peninsulares evolucionó, durante la primera mitad del siglo XVI, de manera paralela al desarrollo de las guerras de Italia. En este mismo sentido, el intermitente conflicto con Francia resultó un elemento definitorio en la configuración del sistema de navegación trasatlántica. Efectivamente, ante el resurgimiento del corso francés, se introdujo la navegación en conserva, esto es, en grandes convoyes capaces de defenderse de ataques corsarios focalizados por el simple número de buques que los componían. Este mecanismo, sin embargo, no representaba un recurso novedoso. De hecho, en el caso hispano, el uso de la navegación en conserva se encuentra documentado cuando menos desde la primera mitad del siglo XV, pero es probable que la práctica sea muy anterior. 

				Entre 1522 y 1561, este método fue empleado de manera más o menos regular en el tráfico de Indias. En principio, se trataba de un recurso tan sólo temporal, debido a la inflexibilidad que imponía a las actividades mercantiles. De hecho, en este mismo período se ensayó el sistema de enviar armadas completas de avería a través del Atlántico, para perseguir a los corsarios en aguas americanas y recoger metales preciosos y mercancías de alto valor. La primera armada en realizar esta travesía fue la del general Blasco Núñez de Vela, en 1537.[93] Sin embargo, finalmente resultó más rentable mantener el doble sistema de las armadas peninsulares y las de avería, al tiempo que se erigía la navegación en conserva como un modelo permanente en la navegación trasatlántica. 

				Así, la primera formalización del sistema de convoyes tuvo lugar en 1543, cuando se legisló que todos los buques que viajasen a Indias en servicio mercante debían partir en una de dos flotas anuales. La primera partiría en marzo, con dirección a la Nueva España y las Antillas Mayores, y la segunda en septiembre, con dirección a Tierra Firme y la costa de Honduras. Las flotas debían estar formadas al menos por diez navíos, imponiéndose, al mismo tiempo, una cláusula de tonelaje mínimo, la cual prohibía incorporar navíos menores a 100 toneladas.[94]

				Estos procesos tuvieron una incidencia directa, en el ámbito español, en la combinación de elementos técnicos propios de las galeras y los navíos de alto bordo. En efecto, durante las primeras décadas de la Carrera de Indias se esperaba que el artillado de los navíos mercantes, desplegados en conserva, fuese suficiente para disuadir a los corsarios. Sin embargo, los buques de la carrera pronto se volvieron conocidos por sobrecargar mercancía al punto de ser incapaces de jugar la artillería o de maniobrar con eficacia. Como resultado, la insuficiencia de las medidas defensivas se hizo del todo aparente, dando lugar, hacia mediados de siglo, a una serie de propuestas innovadoras. Acaso la más importante de estas haya sido la formulada por Álvaro de Bazán el Viejo para la reforma de la Carrera de Indias, así como para la construcción de galeazas atlánticas para su defensa. Es preciso señalar que algunos autores,[95] siguiendo a Fernández Duro, han situado su fecha en 1540, aunque los estudios más recientes de Mira Caballos[96] le describen como una serie de cuatro proyectos formulados entre 1548 y 1549. En términos generales, se trataba de una súplica para monopolizar la construcción de galeazas durante 20 años, aunada a la obtención del monopolio del transporte de mercancías a la América española. Así, debía abandonarse el lento e inflexible sistema de flotas y armadas de avería, para establecer un sistema de intercambio trasatlántico compuesto por cinco viajes anuales, todos realizados por las galeazas de Bazán. Éstas, de acuerdo con el autor del proyecto, debían ser “de nueva invención”, o literalmente bastardas de galera y galeón (en este caso, navío), menores en sus dimensiones que los buques mediterráneos del mismo nombre, afragatadas, muy livianas a la vela, fuertemente artilladas, y provistas de remos para la arribada a los puertos o para la maniobra en el combate.[97] Estas características reflejan los rasgos fundamentales de la galeaza cantábrica estudiada por Trueba.

				La propuesta generó una férrea oposición por parte de los comerciantes del Consulado sevillano, quienes resintieron la posibilidad de perder el control sobre el transporte trasatlántico, además de poner en duda la capacidad de navegación oceánica de las galeazas.[98] Así, Bazán formuló un segundo proyecto hacia principios de 1549, en el cual reducía el número de galeazas a tan sólo 12, destinándolas a cumplir las funciones de escolta de las flotas de Indias. El comercio sevillano volvió a oponerse, esta vez manifestando que se mantenía intacto el problema de proteger la zona comprendida entre las Azores, las Canarias y Sanlúcar de Barrameda, dando por resultado la necesidad de continuar financiando armadas a través de la avería.[99] Por otra parte, el ataque desde el punto de vista técnico en contra de las galeazas se mantuvo en toda fuerza.

				Este último punto condujo a la formulación de un tercer proyecto que mantenía las condiciones del anterior, con la salvedad de que, en lugar de las galeazas, se construirían galeones o, en otras palabras, buques mancos. Finalmente, un cuarto proyecto, presentado en octubre de 1549, proponía construir tanto galeones como galeazas, para una armada que, eventualmente, quedaría compuesta por tres unidades del primer tipo y seis del segundo. ésta cumpliría la función de escolta de las flotas de Indias, las cuales zarparían tres veces al año, cada una con una escolta compuesta de un galeón y dos galeazas que, a su vez, serviría para transportar los metales preciosos de América. Por otra parte, nuevas escuadras especializadas en la defensa serían financiadas por medio de un subsidio directo por parte de la corona, así como por la posibilidad de cargar fletes por mercancías transportadas en sus buques. Esta versión de la propuesta fue aprobada finalmente por el emperador y convenida en asiento a principios de 1550.[100]

				Sin embargo, siguiendo a Mira Caballos, la oposición del comercio sevillano fue tan fuerte que impidió la realización del contrato.[101] En efecto, la especialización de funciones técnicas –el transporte y la defensa– introducida por Bazán, tenía el efecto inmediato de favorecer a los pequeños cargadores del comercio, quienes se beneficiaban de la consiguiente reducción de los fletes. En contraparte, los grandes comerciantes de la Carrera, muchos de ellos dueños de navíos, perdían con esto una importante fuente de ingresos, erigiéndose, como resultado, en grupo de presión política y obstáculo insuperable. 

				En este contexto, se presentaron diversos proyectos como alternativa a la propuesta de Bazán. El más importante de estos fue formulado por Bernardino de Mendoza, Capitán General de las Galeras de España y, posteriormente, también de la Armada Real del Reino de Granada. Mendoza presentó un memorial, fechado por Mira Caballos en 1548, proponiendo la permanencia del sistema de navegación en conserva en ciclos de tres viajes anuales.[102] Sin embargo, el proyecto que finalmente definió la estructura de la navegación trasatlántica, a partir de 1561, fue el de Pedro Menéndez de Avilés. Se trataba de un sistema de dos flotas anuales, las cuales habrían de zarpar, respectivamente, en enero y en agosto. Ambas partirían juntas, para separarse al llegar a las Antillas, la una con rumbo a Veracruz, y la otra a Tierra Firme y Portobelo. En 1564 este modelo fue ligeramente modificado: la primera flota habría de partir en abril, compuesta exclusivamente por los buques con destino a la Nueva España. La otra zarparía en agosto, compuesta por los buques con dirección a Tierra Firme y la América Central. 

				Cabe mencionar que, pese al fracaso de sus proyectos, Bazán efectivamente llevó a cabo la construcción de las galeazas, aunque para un propósito más cercano al servicio de la corona: el transporte, en 1554, del todavía príncipe Felipe a Inglaterra, para la celebración de su matrimonio con María Tudor. Posteriormente, estas galeazas habrían de servir de manera ininterrumpida en la protección del tráfico de Indias, siendo unánimemente reconocidas como los mejores navíos vistos en su tiempo.[103] Esta notable valoración representa un importante indicio del potencial efecto negativo de intereses creados ante el desarrollo de modelos tecnológicos innovadores. Desde una perspectiva inversa, representa también una muestra de la compleja interacción de fuerzas políticas que inciden en la adopción o rechazo de la experimentación técnica. En este sentido, es preciso considerar que la derrota política de Bazán –un agente del poder real– es una muestra reveladora del alcance efectivo del poder de la corona, así como de sus limitaciones ante la influencia de grupos regionales de interés, en este caso, los comerciantes de la Carrera de Indias. Efectivamente, esta peculiar ecuación entre interés público y privado, entre autoridad y resistencia, constituyó uno de los rasgos característicos del sistema naval español bajo la casa de Habsburgo, definiendo –en una gran medida– tanto sus alcances y limitaciones, como las respuestas tecnológicas generadas para su defensa. Así, el modelo que finalmente daría su forma definitiva al sistema atlántico español estuvo basado en la incorporación progresiva de elementos defensivos en el diseño de los buques mercantes,[104] lo cual, a su vez, incidió en el incremento progresivo de sus dimensiones y tonelaje. Esta combinación de elementos habría de impulsar el desarrollo del buque emblemático del poder naval de la casa de Habsburgo a lo largo del siglo XVI: el galeón español.[105]

				Durante el reinado de Carlos V, la construcción de buques redondos por parte de empresarios privados se incrementó notablemente. Esto fue debido al impulso del comercio de lanas hacia el norte de Europa, al desarrollo del sistema trasatlántico, y a la explotación de los ricos bancos de bacalao en el Atlántico norte. Sin embargo, esta primigenia abundancia de navíos se vio pronto comprometida por los ya mencionados efectos marítimos de las guerras de Italia, así como por la intensa fricción producida por la expansión otomana a lo largo de las costas del norte de África. Más aún, la apertura del conflicto con las Provincias Unidas de los Países Bajos, a partir de la segunda mitad de la década de 1560, así como la posterior incorporación de los ingleses a los enemigos de la corona, mantuvieron un estado de conflicto permanente en las rutas del Atlántico español. 

				Esta diversificación de frentes marítimos trajo consigo la necesidad de incrementar la presencia de buques redondos en las operaciones navales de la monarquía española. Así, se reintrodujo el antiguo procedimiento del embargo, un mecanismo por medio del cual los navíos de particulares que presentasen características apropiadas para la guerra podían ser secuestrados para el servicio de la corona, a cambio de una compensación previamente establecida, conocida como sueldo. 

				El sistema de embargos ejerció un efecto altamente negativo en la industria de construcción naval en la península Ibérica a lo largo de todo el siglo XVI. Efectivamente, el interés de la corona por apropiarse de los navíos más grandes y mejor construidos tendió a estimular, progresivamente, la construcción de unidades de menor porte y calidad. De igual forma, la insuficiencia del sueldo como medida compensatoria incrementaba los riesgos de la inversión de capital en la industria de construcción de buques. De hecho, ya desde los primeros años del reinado de Felipe II se registraron quejas por parte de fabricantes y armadores de Vizcaya, Guipúzcoa y Cuatro Villas, en contra de los embargos y, particularmente, en contra de los exiguos sueldos estipulados por la corona.[106] Así, la construcción de buques redondos en los reinos de la España peninsular comenzó a registrar un descenso progresivo, intensificado a partir de las décadas centrales del siglo XVI.

				Es precisamente en este contexto de crisis que vieron la luz los primeros tratados españoles dedicados a la construcción naval. El primero de ellos es el Ytinerario de navegación de los mares y tierras occidentales, de Juan Escalante de Mendoza.[107] Se trata de un manuscrito terminado hacia 1575, pero retenido por la Casa de Contratación, la cual impidió que fuese publicado a causa de la importancia de sus contenidos. El texto, de hecho, representa un extraordinario compendio sobre los conocimientos náuticos de la época, incluyendo la descripción de los derroteros de la navegación atlántica; copiosas descripciones geográficas y meteorológicas; la enumeración pormenorizada de la estructura de mando de las flotas de Indias, así como numerosos detalles logísticos y de armamento. Contiene, además, el primer debate escrito sobre los problemas de la construcción naval atlántica española. 

				Efectivamente, Escalante introdujo, en la estructura dialógica del texto, una compleja diatriba sobre el tamaño idóneo de los navíos destinados a la Carrera de Indias, partiendo de la descripción de tres naos en servicio de armada; una de 100 toneladas, otra de 500 y otra de 1000. A partir de esto, el autor buscó rebatir la percepción profana de que de las naves de gran porte podían resistir mejor las inclemencias de la navegación de altura, señalando que las pequeñas, siendo menos susceptibles de perder la solidez estructural de sus elementos, resultaban notablemente más seguras.

				La diatriba, sin embargo, deja entrever uno de los propósitos ulteriores de Escalante, al señalar que la principal ventaja de las naves de mayor porte era su adecuación posterior al servicio de armada, esto es, a su potencial función como buques de guerra. Efectivamente, pese su reconocimiento de que las naves grandes podrían, también, reportar superiores beneficios a sus dueños sirviendo como mercantes, su defensa de las naves pequeñas intersecta directamente con el acuciante problema de que los apoyos pecuniarios de la corona se encontrasen reservados a los constructores de unidades de mayor porte, aptas para la guerra. Así, la disertación de Escalante parece apuntar hacia una crítica de la política de construcción naval impulsada por la corona, así como a una defensa de la causa de los empresarios y comerciantes dedicados a la construcción naval. 

				El manuscrito de Escalante posee la distinción de ser el primer texto en que se describen detalladamente las proporciones ideales de los buques redondos, a partir de las dimensiones básicas de quilla, manga, puntal, rasel y delgados, así como de esloria y lanzamientos. Según esta descripción, la quilla (el madero sobre el cual se elevaban las cuadernas que componían el casco) debía hallarse proporcionada a la manga (comprendida como la distancia del través de la cuaderna maestra en la primera cubierta) en razón de 5 codos de quilla limpia, por cada 2 1/5 de manga. El puntal (comprendido como la altura entre la primera cubierta y el plan, a la altura del palo mayor) debía corresponder a lo largo de la quilla y a lo ancho de la manga, proporcionándose además a este la medida del rasel y delgados (la disminución del volumen del casco hacia popa y proa) en razón de 2 ½ de rasel y delgados por cada 5 de puntal. La esloria (comprendida simplemente como la distancia entre el codaste y la roda a la altura de la primera cubierta) debía conformarse a partir de los lanzamientos (las diferencias entre quilla y esloria) a razón de 2 codos de lanzamiento por cada 5 de quilla, lo cual resultaría en una eslora de 7 codos por cada 5 de quilla. Es importante señalar que Escalante reconocía que estas proporciones no eran universales y que cada constructor seguía las que le parecían más a propósito, sirviendo las suyas como ejemplo de las más seguras y marineras.

				El segundo tratado que abordó el tema de la construcción naval española, la Instrucción nauthica para el buen uso, y regimiento de las Naos,[108] de Diego García de Palacio (1587), también incluye una serie de detalles sobre la estructura de los navíos, particularmente los construidos en América. Efectivamente, el autor, siguiendo la fórmula dialógica recurrente en la tratadística española del siglo XVI, aborda la descripción de una nao construida para guerra como para mercancía [sic], de 400 toneladas de porte, tamaño el cual, según su parecer, era el más apropiado para esta doble función. El modelo propuesto debía tener 34 codos de quilla, desde el codaste al codillo de proa; 16 de manga (esto es, la mitad de la quilla limpia) y 11 ½ de puntal (el tercio de la quilla), sin considerar la jareta, especie de puente volante. Esto significa que la mitad de la quilla era equivalente a la manga, mientras que su tercera parte lo era al puntal, es decir, la tradicional regla de construcción llamada as, dos, tres. Además de todo esto, el texto incluye también la descripción pormenorizada del aparejo de una nave de 150 toneladas.[109]

				Para el servicio en aguas americanas, particularmente en las islas de Barlovento y Tierra Firme, García de Palacio proponía que las naves se construyesen con un porte de 50 toneladas, con proporciones ligeramente alargadas, con el palo mayor del tamaño de la quilla y la verga correspondiente de dos veces el tamaño de la manga. Esto, debido a que los vientos imperantes en la zona forzaban con frecuencia a navegar de bolina. Según el autor, estas embarcaciones menores, de aparejo redondo, se llamaban comúnmente fragatas, y carecían de remos –a diferencia del tipo mediterráneo del mismo nombre–. Las proporciones básicas del casco de estos buques aparecen descritas de forma un tanto obscura: “aunque en el largo excederán poco, no han de tener más que el sesmo que tuviere de boca en el plan, y el tercio del puntal que tuviese la boca sin las obras muertas”. Esto parece indicar que, en este contexto específico, la eslora equivaldría a seis veces la manga medida sobre el plan (si es que el término boca es comprendido, cual señala Otero Lana, como la anchura interior del casco en su punto máximo), mientras que el puntal sería equivalente a la tercera parte de aquella medida.

				La descripción de las fragatas en la obra de García de Palacio demuestra que el uso de este nombre tenía una tradición consolidada en las posesiones españolas en América. Existen testimonios posteriores, fechados hacia 1600, que señalan que el término pasó a designar buques de alrededor de 200 toneladas, también propulsados exclusivamente a vela, y con un armamento compuesto de dos piezas a la proa –a la usanza de las galeras– y unas 10 en los costados y popa –a la usanza de los buques mancos–. Este tipo se construyó originalmente en La Habana, para después ser importado a puertos del sur de la Península Ibérica.[110] Posteriormente, el nombre pasaría a designar naves ligeras de aparejo redondo, particularmente identificadas con la práctica del corso en el Mar del Norte. De hecho, según Carr Laughton, es probable que la fragata, en esta acepción moderna, haya sido introducida a Dunkerque, precisamente, por los españoles.[111] 

				Acaso el punto más relevante sobre la Instrucción nauthica... es su carácter didáctico, así como su condición de vademecum para la difusión de los principios fundamentales de la construcción naval. En este sentido, resulta particularmente importante la inclusión de planos, un hecho sin precedentes en la historia de la construcción naval española. Estos presentan una elevación lateral de la carena, sin incluir detalles de las obras muertas, lo cual refleja la primacía de la definición de las obras vivas en los trabajos de los constructores de la época. Según Eric Rieth y René Burlet, los datos técnicos proporcionados por García de Palacio son representativos de una serie de conceptos tradicionales, particularmente, una concepción basada en la transmisión de las dimensiones básicas de la carena (la quilla, la manga y el puntal), a partir de las cuales era posible trazar, según simples reglas de proporción, los gálibos de las cuadernas principales y, especialmente, de la maestra. De igual forma, una serie de datos secundarios permitían definir la disminución de las varengas y los raseles. Esto aparece plenamente ejemplificado en las elevaciones laterales y los numerosos bocetos dedicados exclusivamente a las cuadernas. Es preciso señalar que la inclusión de un pitipié –o escala– permite concluir que estos planos no representaban meras abstracciones de carácter divulgativo, sino que, de hecho, se trataba de un mecanismo enteramente concebido para guiar los trabajos de astillero.

				La presencia de planos de construcción en la obra de García de Palacio es un hecho notable, el cual la sitúa en la misma tradición de la  Ars Nautica, del portugués Fernando de Oliveira (1570), y del manuscrito de Matthew Baker, Fragments of Ancient English Shipwrightry (circa 1570). De hecho, los primeros ejemplos conocidos de esbozos que muestran elevaciones laterales datan de los años 1441-1449 se encuentran en las notas del constructor italiano de galeras de Giorgio Trombetta. Por otra parte, Pre Teodoro di Nicola, un constructor naval veneciano de mediados del siglo XVI, empleó en su manuscrito Instructione sul modo di fabricare galere una serie de bocetos como guía del proceso de definir los raseles de popa y proa. Estos dos ejemplos representan las primeras auténticas elevaciones laterales a escala empleadas en la construcción naval. Sin embargo, es preciso considerar que estos planos primitivos fueron concebidos para los iniciados en este arte y, según los expertos, son extremadamente difíciles de interpretar siguiendo criterios actuales.[112] En contraparte, durante los primeros años del siglo XVII, vieron la luz dos tratados que incluían planos más próximos al sentido moderno de este término. El primero corresponde a Joseph Furtenbach, un mercader establecido en Génova entre los años 1609 y 1617, y el segundo a Steffano de Zuanne, un constructor naval veneciano.[113] Estas obras anunciarían la completa separación entre el diseño y la construcción del buque, la cual comenzaría a aparecer de manera manifiesta a mediados de aquella centuria, en las obras de Edmund Bushnell,[114] Anthony Deane[115] y, posteriormente, de Francisco Antonio Garrote.[116]

				Bajo esta luz, resulta preciso enfatizar que el uso sistemático de planos corresponde a etapas posteriores en la historia de la construcción naval, y que, sin restar mérito a la inclusión de planos en la obra de García de Palacio, la práctica española no hacía uso de ellos. Esto se debe a que simplemente no eran necesarios para conducir los trabajos de astillero. Los gálibos eran trazados sobre la arena de la playa, y sobre estos diseños, en tamaño real, eran posteriormente labrados los componentes individuales del casco. El conocimiento requerido para estas operaciones era ciertamente complejo, siendo transmitido de manera directa entre las familias de artesanos dedicadas tradicionalmente a la producción de embarcaciones. Esto explica la ausencia de planos en la industria de la construcción naval española de los siglos XVI y XVII, y su presencia en la obra de García de Palacio debe ser comprendida como resultado de su concepción eminentemente divulgativa. El uso sistemático de planos refleja realidades mucho más tardías, caracterizadas por condiciones inherentemente modernas. Se trata, por una parte, de la capacidad del poder central para apropiarse y sistematizar conocimientos anteriormente monopolizados por economías navieras locales y, por otra, de la capacidad de emplear esos conocimientos para la reproducción de determinadas características técnicas.

				Como se ha señalado líneas atrás, las obras de Escalante y García de Palacio fueron producidas en un contexto de crisis en la industria de construcción naval española. Esta crisis, iniciada en las décadas centrales del siglo XVI, ha sido explicada tradicionalmente en función de los efectos negativos de la apropiación de buques privados por parte de la corona, un concepto desarrollado a partir de diversos escritos de la época –tales como el Memorial de Andrés de Poza–.[117] De hecho, la crisis de la industria de construcción naval se agudizó en la costa cantábrica, no sólo a consecuencia de la dimensión marítima de la guerra en los Países Bajos, sino también del permanente drenaje de naves redondas hacia las rutas de Indias. Por otra parte, los omnipresentes embargos y la consecuente tendencia de la legislación oficial a favorecer la producción de naves de mayor porte continuaron afectando los intereses de comerciantes y armadores. Estos tendían a preferir la construcción de naves pequeñas, lo que les permitía reducir el costo de los seguros y, con ello, de los fletes, así como incrementar la frecuencia de las operaciones mercantiles.

				Pese a todo esto, Rahn Phillips ha demostrado que es altamente probable que el origen de la crisis se encuentre en la rampante inflación padecida en España a partir de las décadas centrales del siglo XVI. Desde esta perspectiva, el desarrollo del comercio trasatlántico, el aumento de la población y la creciente necesidad de mano de obra calificada habrían incidido de manera decisiva en el incremento de costos en la construcción naval. La misma autora ha señalado que esta crisis no fue exclusivamente padecida por España, sino también por sus competidores, particularmente los holandeses. Sin embargo, mientras que estos últimos, gracias a la naturaleza inherentemente pacífica del comercio con el Báltico, fueron capaces de paliar sus efectos desarrollando tipos de buques más ligeros y menos costosos, el sistema español se vio siempre determinado por la necesidad de proteger el tráfico de Indias y, con ello, de producir navíos aptos tanto para la guerra como para el comercio.

				Sea cual haya sido el impacto del alza de precios, sin embargo, no alteró el hecho fundamental de que los embargos eran percibidos por los contemporáneos como la principal causa de la crisis de la construcción naval, y de que, desde los primeros años del reinado de Felipe II, la corona tomase medidas para incrementar el número de buques a su disposición sin alterar los fundamentos de ese sistema. Efectivamente, en Vizcaya y Guipúzcoa se instauró un fondo de 10,000,000 de maravedís para otorgar préstamos sin interés a los fabricantes, siempre y cuando se tratase de unidades mayores, superiores a los 300 toneles. En Asturias y Galicia, donde la crisis era de mayor intensidad, se otorgaron préstamos a quien fabricase naves de más de 100 toneles, y se propuso también la exención de alcabalas.[118] Según Fernández Duro, con estas medidas se logró celebrar hasta 60 contratos con empresarios privados para la producción de buques mancos, todos ellos bajo préstamo.[119] Sin embargo, los imperativos que habían impulsado el interés real en la construcción de buques permanecieron incólumes: se buscaba, específicamente, que las naves construidas por particulares fuesen capaces de servir, no solamente en las empresas comerciales de sus inversionistas, sino también en la guerra, como parte de las armadas de la corona. 

				La crisis de la construcción naval por parte de la iniciativa privada coincidió con un drástico incremento de la intervención estatal en la construcción y operación de las escuadras de galeras. Efectivamente, para 1557, la dificultad de controlar a los asentistas dio pie a que se eliminase el sistema de contrata de escuadrones completos –el cual, para entonces, comprendía las dos terceras partes del total de aquella fuerza– instaurándose en su lugar un régimen total de administración directa, esto es, enteramente bajo la responsabilidad de funcionarios de la corona. Para 1567, la mayor parte de las armadas de galeras funcionaba bajo este sistema. Sin embargo, los elevados costos de la administración directa condujeron a que los asientos de galeras fuesen restaurados hacia la década de 1570. 

				Es importante considerar que, tras la campaña de Lepanto, en 1571, la importancia del Mediterráneo en la gran estrategia de Felipe II disminuyó gradualmente. En efecto, tanto la monarquía católica como la Sublime Puerta comenzaron a orientar sus prioridades, de manera progresiva, hacia otros teatros y hacia nuevos enemigos. Con esto, la extinción de la revuelta holandesa, por un lado, y la necesidad de proteger las rutas atlánticas, por otro, se convirtieron en los objetivos primordiales de la estrategia naval española.

				Como resultado, el sistema de armadas imperiales fue extendido a los espacios americanos. Ya Veitia Linage, en su Norte de la contratación de la Indias Occidentales, había descrito la construcción de 20 galeones agalerados con remos para el servicio en Indias,[120] dirigida por el adelantado Pedro Menéndez de Avilés en 1568. Estudios posteriores señalan que en realidad fueron solamente 12, bautizados colectivamente como los Doce Apóstoles, y estuvieron destinados a la protección de la Carrera de Indias.[121] De manera análoga, en 1570 se fabricaron ocho fragatas en La Habana para el patrullaje de las costas caribeñas, las cuales representarían el antecedente de una armada enteramente basada en aguas del Caribe, la armada de Barlovento.[122] Ésta, posteriormente, fue financiada en su totalidad a través de impuestos sobre diversos productos, colectados sistemáticamente por la Real Hacienda en los territorios americanos.[123] Sin embargo, es preciso mencionar que tuvo una vida operacional extremadamente fragmentada y difusa, lo cual presenta un marcado contraste con la continuidad de los impuestos asociados con su nombre.[124]

				Pronto se estableció también la armada del Mar del Sur, la cual estaba destinada a transportar la plata desde el Potosí hasta el istmo de Panamá. A diferencia de la Armada de Barlovento, la Armada del Mar del Sur funcionaba a través de una simbiosis de intereses públicos y privados.[125] Por un lado, el presidio de El Callao contribuía con una parte de sus gastos, además de proveer pertrechos, infantería y artillería; por otro, el Consulado de Lima proveía una asignación basada en un porcentaje fijo sobre los bienes transportados. Este segundo mecanismo era conocido como avería del sur.[126]

				En la Península, el cambio en el centro de gravedad de la gran estrategia de la monarquía española tuvo como resultado que la práctica de la construcción por administración directa, usualmente empleada en la realización de galeras, comenzase a ser también usada en la fabricación de veleros de alto bordo. Efectivamente, a partir de 1580 se intensificaron las medidas conducentes a normar el uso de los recursos estratégicos, por un lado, y a incrementar el control de la corona sobre los procesos de construcción naval del Cantábrico, por otro. En este sentido, el cambio en el balance estratégico del Mediterráneo al Atlántico representa un elemento fundamental en el desarrollo del poder central y, a un tiempo, en el proceso de construcción del Estado. La manifestación más evidente de este fenómeno es el desarrollo de una legislación progresivamente compleja dedicada a regular los procesos de construcción naval.

				El primer paso en este sentido fue la expedición de una serie de edictos concebidos para proteger y administrar las zonas madereras del norte de la Península.[127] En este proceso, la resistencia de feudatarios y campesinos se hizo manifiesta, y fue preciso nombrar un funcionario real con plenas atribuciones y potestad sobre las autoridades locales. Durante esta etapa, la responsabilidad recayó en Cristóbal de Barros, un funcionario de la corona que habría de tener una enorme influencia en el ulterior desarrollo de la legislación de construcción naval. De manera paralela, medidas semejantes fueron tomadas en Cataluña, con el objeto de superar los privilegios locales que entorpecían la construcción de galeras en Barcelona.[128] En efecto, existen indicios del interés de la corona por mantener un ritmo constante en la producción de este tipo de buques, pero –de acuerdo con Goodman–[129] la dificultad para ejercer control sobre el personal de las atarazanas constituyó un serio obstáculo para la realización de estas metas. Así, se llegó a la adopción de medidas draconianas, tales como la imposición de trabajo forzado a las poblaciones locales. 

				La acumulación de cargos administrativos en torno a la figura de Cristóbal de Barros es altamente reveladora de la progresiva expansión de las atribuciones de la corona, y contribuye poderosamente a explicar la expansión del uso de la administración directa en la producción de buques mancos. Efectivamente, a la Superintendencia de Bosques y Plantaciones[130] se sumó la potestad sobre los caudales de la corona invertidos en la construcción naval, además del control sobre el destino de las embarcaciones y, finalmente, sobre todos los procesos de construcción naval del Cantábrico.[131] El incremento en el poder real se vio reforzado paralelamente por medidas dirigidas al estímulo de las actividades productivas, tales como la exención de alcabalas y, eventualmente, la generación de subsidios y de préstamos sin interés. En este proceso, la corona debió enfrentar, una vez más, la resistencia de los intereses del comercio a sus prerrogativas en la construcción naval. En efecto, los comerciantes de Bilbao mantuvieron su acendrada preferencia por las embarcaciones menores. Como consecuencia, los estímulos pecuniarios de la corona continuaron siendo reservados a la construcción de unidades mayores –para entonces, de 400 a 700 toneles– aptas para servir a fines tanto comerciales como navales.

				En 1581, Barros recibió instrucciones para consultar con expertos acerca de un nuevo proyecto, esta vez para la construcción de nueve buques mancos –de alrededor de 400 toneles– para la protección de la Carrera de Indias.[132] El proceso que condujo a la botadura de estos buques posee una enorme importancia, puesto que, por un lado, condujo a la confrontación de reportes técnicos por parte de diversos funcionarios de la corona,[133] mientras que, por otro, intensificó el desarrollo de los métodos de administración directa. En contraparte, dado que el proceso de construcción se vio plagado de dificultades financieras, puso también en evidencia los relativamente altos costos de la intervención estatal,[134] así como el impacto negativo de la competencia de la iniciativa privada en las operaciones de astillero.[135]

				La construcción de los nueve galeones de Barros fue concluida de manera satisfactoria en el astillero de Guarnizo,[136] sirviendo éstos en la Armada de la Guarda de la Carrera de Indias, primero, y en la malhadada expedición de 1588, después. De acuerdo con Goodman, dos de ellos estaban proyectados para presentar 56 codos de longitud –eslora– y 16 de anchura –manga– así como un volumen de 400 toneles; mientras que los siete restantes debían presentar 52 codos de eslora y 15 de manga, arqueando 300 toneles. Los buques terminados, empero, presentaron dimensiones significativamente superiores, arqueando, los pequeños, un promedio de 510 toneles.

				Por otra parte, es preciso considerar que la construcción de los buques de Barros presentó uno de los primeros indicios de los conflictivos efectos de la intervención de la corona en los procesos de construcción naval atlántica. Efectivamente, el desempeño de estos galeones en la Empresa de Inglaterra fue duramente criticado y resulta altamente significativo que la defensa de Barros refiriese las dificultades experimentadas por la administración real para controlar a los empresarios particulares.[137] De igual forma, resulta revelador que un documento de fines del siglo XVI –el testimonio de Alonso de Bazán,[138] quien comandaba algunos de estos buques tras la Empresa de Inglaterra– señalase la dificultad de incrementar su artillería de caza, debido a que habían sido construidos “para el comercio”[139] –probablemente refiriéndose al servicio en las armadas de Indias–.[140] El debate en torno a la potencia de fuego de los navíos españoles tuvo como consecuencia que, en 1589, Juan de Acuña propusiese a Felipe II una serie de medidas para normar el artillado de los buques por medio de la adopción de medios cañones de 16 libras de bala, medias culebrinas de 7 libras, y falconetes de 3 libras.[141] Sin embargo, resulta evidente que este intento de estandarización no tuvo mayor éxito que los anteriores.

				Por otra parte, es preciso tener presente que las fuerzas de galeras del Mediterráneo continuaron representando un factor de primer orden en el desarrollo administrativo del sistema naval español. Desde 1584, la Junta de Galeras del Consejo de Guerra, comenzó a debatir cuál de los dos métodos administrativos empleados hasta entonces –el asiento o la administración directa– resultaba más conveniente. La decisión resultó favorable a la iniciativa privada –debido a las ventajas económicas de delegar las operaciones de astillero–. Sin embargo, la dificultad de controlar la actividad de los empresarios –tanto en la construcción de los buques como en la provisión de las escuadras– hizo que esta medida solamente fuese empleada durante seis años. En efecto, para 1590, la necesidad de mantener un control más estricto sobre los procesos de construcción y aprovisionamiento condujo a la restauración de la administración directa en las fuerzas de galeras.[142] 

				Es preciso considerar que, aunque la corona incrementó notablemente su capacidad de intervenir la construcción y pertrecho de las fuerzas navales, en ciertos casos decidió seguir métodos mucho más tradicionales. Efectivamente, en 1588, la casa de Medina Sidonia obtuvo la creación y otorgamiento de la Capitanía General de las Costas de Andalucía, la cual se derivaba de la anterior Capitanía General ya en poder de la casa. Este nuevo cargo se hallaba concebido, en principio, para la defensa de la costa andaluza, pero de manera casi simultánea se vio complementado por el de la Capitanía General del Mar Oceáno, también creado ex novo, para extender la jurisdicción de la casa sobre las armadas que operaban en la zona.[143]

				La doble responsabilidad marítima de la casa de Medina Sidonia demostró su utilidad práctica precisamente con la preparación de la Empresa de Inglaterra. En adelante, el cargo de Capitán General de la Mar Océano y Costas de Andalucía representaría, en principio, no sólo la más importante dignidad naval del reino, sino también la espina dorsal de la administración de las armadas reales que operaban en la zona del Estrecho. Efectivamente, las responsabilidades del cargo incluían la formación misma de estas fuerzas, por medio de la ejecución de los ya conocidos embargos de navíos pertenecientes a particulares. 

				De manera semejante, la transferencia de los galeones de la escuadra ilírica de Pedro de Yuella a las fuerzas que partirían a Inglaterra, fue supervisada por el duque, lo cual, además, condujo al registro de numerosos detalles sobre sus proporciones y astilleros de origen.[144] Esto confirma que los duques de Medina Sidonia se hallaban investidos de autoridad para emplear los recursos de la Real Hacienda destinados al armamento y manutención de las escuadras, incluyendo la facultad de hacer libranzas a los pagadores de las armadas. Así, la autoridad real delegó efectivamente la solución de problemas de logística naval en esta casa nobiliaria, la cual, a su vez, representaba la espina dorsal de una serie de relaciones de naturaleza clientelar con las economías navieras locales. Empero, es preciso considerar que, en la práctica, el uso estratégico de las fuerzas navales siguió siendo dirigido por la autoridad real, desde Madrid, lo cual limitó la potestad naval de los duques a la lucha contra los enclaves corsarios del norte de África. De hecho, aunque la naturaleza de la Capitanía implicaba la facultad potencial de comandar toda fuerza naval, en la única ocasión que se verificó esto fue en los preparativos de la Empresa de Inglaterra.[145] En cualquier caso, según Mira Caballos, la fuerza denominada Armada Guardacostas de Andalucía se convirtió, eventualmente, en el eje de la que habría de ser denominada Armada del Mar Océano.[146]

				A partir de 1590, tuvo lugar un esfuerzo renovado en la construcción naval atlántica por parte de la corona, parcialmente impulsado por la necesidad de recuperar las pérdidas ocasionadas por la Empresa de Inglaterra.[147] Esto se vio aunado a un intenso proceso legislativo, iniciado con la definición y estandarización de las unidades de medida y de volumen. En efecto, la unidad básica de medida –el codo– fue estandarizada con base en la empleada en la costa cantábrica, midiendo así 2/3 de vara castellana, a los que se añadía 1/32 de la misma medida,[148] o un dedo. De manera análoga, la unidad básica de carga, la tonelada –equivalente, como medida de cuenta, al tonel– quedó estandarizada en ocho codos cúbicos[149] –el equivalente a dos pipas de 27 y arrobas media–. En este punto, es importante recordar que la tonelada española representaba no una medida de peso o desplazamiento,[150] sino de volumen. Su origen como medida de cuenta se hallaba en un incremento de 20% realizado como prima sobre el cálculo del volumen de carga total (arqueo), establecido como compensación por la falta de aumento en las tasas pagadas por la corona (sueldo) ante el embargo de los buques pertenecientes a particulares.[151] Así, la tonelada representaba, originalmente, la unidad de cuenta tomada sobre el volumen –en toneles– para el cálculo del sueldo.[152]

				Es preciso señalar que la estandarización de los sistemas de medida estuvo estrechamente relacionada con la actividad de Barros quien, por orden de Felipe II, se convirtió en el único arqueador autorizado en la Península.[153] De acuerdo con Casado Soto, Barros empleó en estos procedimientos una fórmula aritmética de la que había dado noticia a la corona diez años antes, y esto representa la unificación o estandarización de los métodos de arqueo.[154] Sin embargo, es preciso enfatizar que la cédula de 20 de agosto de 1590,[155] en la que se otorga esta potestad a Barros, no incluye la descripción de ningún método para calcular el arqueo, sino solamente un procedimiento para establecer las medidas principales de los buques –partiendo de la definición del codo–. Esto parece indicar que, de hecho, no se había integrado en la legislación, todavía, ninguna fórmula válida para todos los reinos, sino que solamente se concentró esta responsabilidad en la persona de Barros. La cédula de 6 de julio de 1591, también citada por Casado Soto,[156] parece confirmar enteramente esta perspectiva. Estos son claros indicios de los mecanismos a través de los cuales cobraron uniformidad las estructuras administrativas del sistema marítimo español. Así, la transición desde el ejercicio personal y patrimonialista de la autoridad, hacia la promulgación de códigos estandarizados y la creación de una infraestructura administrativa, queda reflejada –tanto como su relación con las necesidades estratégicas de la corona– en la legislación marítima de este período.

				La enérgica actividad de la corona tuvo un éxito notable en detener el declive de la industria de la construcción naval y, de hecho, para los últimos años del siglo XVI, ésta contaba con la fuerza naval oceánica más poderosa del mundo. En este sentido, es preciso considerar que, además de las reformas de Barros, la unión con Portugal había puesto los recursos de aquella potencia a su disposición. De manera análoga, varios buques pertenecientes a la corona de Castilla también fueron requeridos para cubrir las rutas portuguesas, particularmente los ya mencionados Doce Apóstoles.[157]

				Pese al éxito de las políticas de la corona, el efecto desgastante de los armamentos contra el corso inglés y la intermitente fricción marítima con los Países Bajos hicieron que fuese imprescindible mantener el sistema de embargos. Felipe II buscó atenuar las protestas de comerciantes y armadores por medio de una Real Cédula, expedida en 1597, señalando que las naves no se podrían embargar sino hasta tres años pasados de su fecha de fabricación, siempre y cuando no hubiesen sido anteriormente vendidas. De igual forma, se incrementó en una tercera parte el sueldo pagado por las naves ya embargadas,[158] y en 1601 se buscó aumentar el control sobre los recursos madereros, expidiendo instrucciones al superintendente de Plantíos y Fábricas de Guipúzcoa para que señalase el número y la calidad de los árboles plantados, según los pueblos de la región. En ese mismo año, también se renovaron los empréstitos a los constructores que produjesen navíos de dimensiones superiores.[159]

				Bajo el reinado de Felipe III (1598-1621), el esfuerzo de la corona por intervenir la industria de la construcción naval alcanzó su punto más alto. Esto se debió, principalmente, al recrudecimiento de la guerra en los Países Bajos. Efectivamente, el extraordinario desarrollo de la economía corsaria holandesa permitió a las Provincias Unidas no solamente financiar su guerra de independencia contra los ejércitos españoles, sino también extender su dominio mercantil hacia el Mar Báltico y mantener sus ataques contra el comercio español en el Atlántico.

				La respuesta de la corona española fue incrementar su presencia naval en las rutas del Mar del Norte, buscando la destrucción de las armadas holandesas, además de intensificar los mecanismos para proteger las rutas mercantiles del Atlántico. En principio, existía una Escuadra de Galeras basada en Flandes, con una oficialidad propia y un tercio de infantería, pero, a partir de 1598, la corona comenzó a enviar armadas completas de buques mancos a esa zona. De manera paralela, se reactivó el sistema de asientos para la construcción de veleros de alto bordo en la Península Ibérica. En 1599, se contrató en cuatro astilleros vascos la construcción de ocho buques para el rey, mientras que en 1603 se firmaron asientos con el almirante Martín de Bertendona para la construcción y mantenimiento de 21 buques en servicio de armada en las rutas del norte. De manera casi simultánea, dos navíos de mayor porte fueron construidos para el rey directamente en los Países Bajos católicos y en 1606 Hurtuño de Urízar arribó a esas provincias con órdenes de construir diez fragatas para la nueva Armada de Flandes.[160] También se formalizaron otros contratos con empresarios peninsulares, tales como Martín de Gúspide, Martín del Hoyo, Miguel Camarena, Sant Juan de Fano y Miguel Sanz de Elorduy. Con esto, se produjeron hasta 60 nuevos buques para las armadas reales.[161] También se resolvió fortalecer las fuerzas de galeras, encomendando a las Cortes catalanas la construcción, armamento y provisión de cuatro unidades, mientras que otras cuatro debían ser mantenidas a costa de las Cortes de Valencia, así como por el duque de Lerma, valido de Felipe III.[162]

				Es precisamente en el contexto de este acelerado proceso de rearmamento naval que, por vez primera, se expidieron series completas de especificaciones técnicas para la construcción de buques.[163] Efectivamente, las primeras ordenanzas dedicadas en específico a la construcción naval atlántica fueron promulgadas en 1607,[164] y reflejan el interés por conciliar las crecientes necesidades bélicas de la corona con los intereses de los grupos mercantiles peninsulares. Este reglamento incluía medidas y proporciones detalladas para 12 tipos distintos de galeones –definidos en función de su tonelaje– y, tal como las cédulas relativas a las responsabilidades de Barros, establecía criterios precisos para tomar las medidas principales –sin mencionar ninguna fórmula específica para realizar el arqueo–: 

				a) Manga o anchura, considerada en el punto más ancho de la cuaderna maestra.[165]

				b) Esloria (posteriormente eslora) o longitud del buque, considerada a lo largo de la cubierta principal, desde la roda al codaste, de dentro a dentro.[166]

				c) Puntal o altura interior del casco, considerada en la cuaderna maestra, desde el plan hasta la superficie superior de la cubierta principal.[167]

				El estricto sistema de proporciones expresado en las Ordenanzas de 1607 cumplía dos propósitos fundamentales. Por un lado, se trataba de asegurar que los navíos construidos por particulares cumpliesen los requisitos dictados por su función, en particular, la inclusión en la Carrera de Indias –limitada a los tipos de 567 toneladas y menores– o en las armadas reales –usualmente los modelos de dimensiones superiores–. Por otro, tal como en las cédulas de Barros, se trataba de estandarizar la forma en que eran tomadas las medidas principales de los buques en las operaciones de arqueo. El propósito de este punto era de importancia trascendental, pues, como se ha visto, las normas de arqueo definían el sueldo[168] que los dueños de los navíos recibían por cada tonelada en caso de un embargo por parte de la corona.[169]

				La doble función de las especificaciones técnicas en este primer código para la construcción naval atlántica aparece confirmada por el hecho de que, en aquel mismo año, fuesen expedidas también las primeras Ordenanzas de galeras.[170] Significativamente, estas últimas no incluían ninguna especificación técnica, sino solamente normas referentes a la provisión, gobierno y financiamiento de las escuadras. Así, en el caso de las galeras –instrumentos bélicos especializados– las especificaciones técnicas eran dejadas a los constructores, quienes las definirían en función del uso de la nave, mientras que en el caso de los galeones –instrumentos híbridos de guerra y comercio– las especificaciones fueron estrictamente normadas por la corona.

				La homogeneidad y estandarización impuestas por las ordenanzas reflejan, en buena medida, la naturaleza del poder naval español bajo la casa de Habsburgo. En efecto, la principal fuente de navíos de armada, en caso de necesidad, era el embargo de unidades pertenecientes a particulares, mientras que, de manera inversa, la Carrera de Indias tendía a absorber unidades de las escuadras regionales.[171] Desde esta perspectiva, las estrictas normas presentes en las ordenanzas representaban la formalización de estos procedimientos. En este sentido, las especificaciones técnicas buscaban asegurar que los navíos producidos por los súbditos de la corona presentasen características adecuadas tanto para la guerra como para el comercio.[172] Claramente, la esencia de este mecanismo consistía en extraer los instrumentos fundamentales del poder naval –los navíos– directamente del sistema marítimo, evitando así una inversión masiva de recursos por parte de la corona.

				Sin embargo, el contexto político y militar que impulsó la creación de las Ordenanzas de 1607 pronto dio un viraje de importantes consecuencias. La Tregua de los Doce Años, firmada en 1609 con las Provincias Unidas, permitió la normalización del tráfico marítimo español en el Atlántico y el Mar del Norte. Esto hizo posible que el énfasis en las características bélicas de los navíos resultase menos imperativo, y que la oposición de los comerciantes y armadores se volviese manifiesta.[173] Efectivamente, las voces críticas señalaban que los diseños impuestos por las ordenanzas resultaban más a propósito para el servicio de armada, favoreciendo a los intereses de la corona antes que a los de particulares.

				El principal tipo de buque definido para la Carrera de Indias –el galeón de 567 toneladas– presentaba una alta relación eslora/manga, lo cual resultaba en un casco significativamente más largo y estrecho que el de los buques de carga tradicionales. Sin embargo, su valor como buques de guerra fue también puesto en duda, debido a que el exceso de eslora y la reducción de la manga podía hacerlos escorar fácilmente, limitando potencialmente el uso de la artillería principal.[174] Estas protestas condujeron a la suspensión casi inmediata de las ordenanzas, así como a la creación de una junta dedicada a evaluar los intereses del comercio, las necesidades de la corona, y la posibilidad de resolver por medio del diseño esta divergencia de funciones. La junta quedó establecida por Real Decreto en 1610, siendo presidida por los mismos oficiales que impulsaron la creación de las ordenanzas: el almirante general Diego Brochero; los hermanos Juan y Lucas Guillén de Veas, ambos maestros mayores de la Fábrica de Navíos del Rey; y Diego Ramírez, un próspero constructor y armador de la Carrera de Indias, quien previamente había construido navíos en América.

				La actividad de esta junta intersectó con la publicación, en 1611, del primer tratado dedicado enteramente a los problemas de la construcción naval, el Arte para fabricar fortificar y apareiar Naos de guerra, y merchante, con las reglas de Archearlas: reducido a toda cuenta y Media: y en grande utilidad de Navegación, de Thomé Cano.[175] Según Carriazo Ruiz, la redacción de esta obra debió de haberse llevado a cabo hacia finales de 1608, aunque las correcciones hechas por Juan de Veas, así como la aprobación de su hermano, Lucas Guillén de Veas, no habrían sido incorporadas sino hasta el año de su publicación. Aparentemente, la edición fue realizada a instancias de importantes personalidades del Consejo de Guerra, entre ellas el mismo Brochero.[176] Es posible concluir que, dado que los mismos autores de las Ordenanzas de 1607 impulsaron la publicación del texto de Cano, las autoridades habían tomado una postura favorable con respecto a las quejas del comercio de Sevilla en contra de los diseños únicos de guerra y de comercio. 

				Es bajo esta luz que deben comprenderse las quejas contra el método de arqueo de Barros, así como los métodos alternativos presentados en el texto de Cano. Estos últimos han sido estudiados por diversos autores, y el lector puede remitirse a sus obras para profundizar en este punto.[177] El foco central del texto, sin embargo, es la percepción manifiesta de que la polivalencia de diseños –o la combinación de características de defensa y de transporte impuestas por las Ordenanzas de 1607– actuaba directamente en contra de los intereses de los armadores y comerciantes, lo cual, aunado a los perniciosos efectos de la política de embargos, incidía negativamente en la industria de la construcción naval. 

				De ahí que el texto de Cano abundase en detalles sobre las diferencias que debían observarse entre las naves diseñadas específicamente para la guerra y aquellas destinadas al comercio. Efectivamente, a partir de una crítica a las proporciones obtenidas por medio de la regla tradicional del as, dos, tres, Cano introdujo la noción específica de reducir el puntal e incrementar el plan de los buques de guerra. Los términos son los siguientes:

				...las naves de guerra deben tener poco puntal y mucho plan, para ser buenas de vela y de gobierno, que es lo que en las de guerra principalmente se pretende, para alcanzar al enemigo, porque con lo poco que debajo del agua tienen, con poca fuerza de vela se mueven con mucha ligereza, y el timón las apremia con mucha facilidad. 

				Cano reconoció que estas características tendrían también el efecto negativo de reducir la capacidad de navegar a la bolina, lo cual, sin embargo, podía minimizarse aplicando, según sus palabras, “la nueva traza que tiene nuevamente dada el capitán Juan de Veas”. Esta es la primera mención a la “nueva fábrica” de los hermanos Veas, un elemento recurrente en el texto. 

				El prototipo empleado por Cano era el galeón de 12 codos de manga, diseñado para el servicio de armada. Cabe mencionar que el autor estableció las medidas básicas de la carena a partir de la medida de la manga, en lugar de la quilla, como anteriormente habían señalado Escalante y García de Palacio. También prestó especial atención al concepto de puntal como elemento definitorio de la función de la nave, el cual, según los criterios de la “nueva fábrica”, debía ser comprendido como “el altor de la mitad de la manga”. Así, tras detallar otros elementos del casco y los aparejos, Cano lo retomó para introducir su crítica a la legislación de arqueos y a las Ordenanzas de 1607: “...la nueva fábrica mandada hacer agora..., aunque es muy buena para naos de guerra es de poco provecho y muy dañosa para los dueños”.[178] Es importante enfatizar que, tanto las críticas por parte del comercio como la formación de la junta y la publicación de la obra de Cano deben ser comprendidas en el contexto del relativo retroceso de las condiciones que habían impulsado la creación de las Ordenanzas de 1607. Efectivamente, la Tregua de los Doce Años, establecida con las Provincias Unidas en 1609, atenuó considerablemente la necesidad de la corona de imponer sus intereses por medio de las ordenanzas de construcción naval.

				El resultado de todo aquello fue que, en 1613, el Consejo de Guerra aprobó dos nuevos reglamentos: una versión de las ordenanzas para la construcción naval atlántica,[179] por un lado, y un reglamento para el gobierno de las escuadras de galeras,[180] por otro. El primero incluía especificaciones para 15 tipos de buques: tres pataches,[181] tres navíos y nueve galeones. Significativamente, las especificaciones para la construcción de galeones incluían dimensiones para dos tipos diferentes de cada clase de buque, es decir, aquellos destinados para el servicio de armada y aquellos destinados a las actividades mercantiles. En otras palabras, las Ordenanzas de 1613 introdujeron por primera vez la separación formal entre los diseños de guerra y de comercio. La diferencia principal consistía en que los segundos disponían la altura de la primera cubierta exactamente en la manga –o anchura máxima– mientras que los primeros disponían la primera cubierta medio codo por debajo de la manga, disminuyendo así el puntal. Este es un punto clave, pues, como es posible observar, la diferencia en el puntal entre navíos de guerra y de comercio había sido anteriormente precisada, exactamente en los mismos términos, en la obra de Thomé Cano. 

				Esto confirma que el Arte para fabricar fortificar y apareiar Naos de guerra, y merchante, representó efectivamente uno de los ejes de la reforma de las Ordenanzas de 1607. Así, el interés del comercio, representado por la obra de Cano, logró la eliminación de los diseños polivalentes de guerra y de comercio, haciendo que se aprobase la separación de funciones comerciales y militares en los diferentes tipos de buques introducidos por la junta.

				Es preciso señalar que las Ordenanzas de 1613 no incluían ninguna fórmula de arqueo, sino que ésta fue promulgada por separado e incorporada a la legislación en 1614.[182] Fue de esta manera que se introdujo oficialmente un método universal para los procedimientos de arqueo, enteramente basado en las medidas estandarizadas presentes en la nueva edición de las ordenanzas. Este método se basó en las cinco dimensiones principales del buque: manga, eslora, puntal, plan y quilla. La fórmula universal puede ser sintetizada de la manera siguiente:[183]

				e = eslora

				m = manga

				p = puntal          (m) × (½ p) × (e + q ÷ 2) = volumen en codos cúbicos

				pl = plan

				q = quilla

				El producto de esta operación, el cual indicaba codos cúbicos, debía ser posteriormente dividido entre ocho, para indicar así toneles. Sin embargo, si pl era substancialmente diferente a ½ m, entonces la diferencia en codos debía representar la base de la siguiente operación: (diferencia ÷ 2) × (½ m) × (e + q ÷ 2). El producto así obtenido debía ser añadido (si pl > ½ m) o restado (si pl < ½ m) con el producto total de la operación anterior. También se incluía una segunda fórmula, expresada en los términos siguientes: si m > pl, entonces m – (½ m – pl ÷ 2) × (½ p) × (e + q ÷ 2); si m < pl, entonces m + (½ m – pl ÷ 2) × (½ pl) × (e + q ÷ 2). Sin embargo, si pl variaba irregularmente en relación con ½ m (“…ora sea mayor, ora menor…”), entonces (¾ m + ½ pl) × (½ m) × (e + q ÷ 2). Estas fórmulas estaban concebidas para arquear buques en los que la primera cubierta estuviese a la altura de la manga, tal como se señalaba en las especificaciones de las ordenanzas. Sin embargo, en caso de que la estructura de los buques arqueados variase en este punto, debía ser substraído un 3% del producto final por cada codo de alteración –si la cubierta se encontraba por encima de la manga– o añadido –si la cubierta se encontraba por debajo de la manga–. Como procedimiento final, debía restarse 5% del producto, y añadir un 20% sobre ese resultado, para compensar por los espacios comprendidos entre cubiertas y bajo los alcázares –en caso de existir estos– lo cual señalaría el volumen en codos cúbicos. Finalmente, la conversión a toneladas se obtendría dividiendo este volumen entre ocho.

				La separación entre los diseños de armada y de mercante establecida por las Ordenanzas de 1613, sin embargo, no bastó para satisfacer a los comerciantes de la España peninsular. En ese mismo año, en Guipúzcoa, se elevaron demandas para que se restableciesen las antiguas libertades en la construcción naval, mientras que en Sevilla se formó una junta de armadores, presidida por el almirante Aparicio Arteaga, el fabricador Diego Ramírez y el maestro mayor Álvaro de Utrea, la cual dirigió un informe al rey, secundado por la Casa de Contratación y por la Universidad de Mareantes.[184] El informe presentaba contenidos semejantes a los detallados anteriormente por Cano, enfatizando la miseria producida entre los armadores y fabricantes por el perpetuo estado de guerra y los consiguientes embargos. Se señalaba que, 20 años atrás, el número de naves disponibles al comercio era vasto, mientras que al presente se hallaba dramáticamente reducido. En este sentido, las Ordenanzas de 1613 actuaban como un agravante, puesto que la traza de las naves continuaba siendo contraria a los intereses del comercio, afectando también a los constructores, quienes habían cesado de producir buques ante la ausencia de mercado. De manera análoga, la prohibición de embonos y contracostados impedía que se pudiesen mejorar los buques ya construidos según las ordenanzas anteriores.

				Sin embargo, estas protestas tuvieron lugar en el contexto de un nuevo repunte de la amenaza corsaria en el Atlántico y en las costas del norte de África, además de que la tregua con los holandeses estaba próxima a expirar. Como resultado, el rey convocó a una nueva junta destinada a atender las quejas contra las Ordenanzas de 1613, pero esta vez los resultados fueron muy distintos. Los miembros de la nueva junta, significativamente, eran los mismos que habían trabajado en las dos versiones anteriores de las ordenanzas.

				La nueva junta inició sus actividades en el contexto de una presión creciente para retomar la política de rearmamento naval. Hacia 1616, la amenaza permanente del corso instó a la Real Hacienda a aprobar una solicitud del Consejo de Guerra para el libramiento de 20,000 ducados, los cuales fueron invertidos en la construcción de seis nuevos galeones en 1617. De manera paralela, las provincias de Galicia y Vizcaya, así como las ciudades de San Sebastián y Cuatro Villas, fueron instadas a financiar, por medio de asientos, a sus propias armadas regionales.[185] 

				En el contexto de las actividades de la junta, Veas propuso la construcción de 6 galeones y un carabelón de 46 codos de quilla, 58 ¾ de eslora, 17 de manga y 8 ½ de puntal, de 6 portas por banda en la cubierta principal y 6 en la segunda. De manera paralela, firmó en Sevilla un contrato para el armamento de cinco galeones construidos en La Habana. Por su parte, Diego Ramírez había construido en La Habana una capitana de armada, de 54 cañones, aplicando los anteriores criterios de Brochero y Veas para el incremento de la eslora y la reducción de las superestructuras. Más aún, sin abandonar sus propias actividades de construcción, los miembros de la junta inspeccionaron las naves entonces fondeadas en Sevilla y Cádiz, resultando que un total de 78 presentaban variaciones al respecto de las Ordenanzas de 1613. La mayor parte de éstas provenía de Guipúzcoa, Vizcaya y Santander. Otras provenían de Campeche, Villa de Conde, Portugal, La Habana, Honduras, Santo Domingo, Maracaibo, Canarias, Asturias, Alvarado, Río de la Magdalena, La Carraca, Galicia y Jamaica, estando todas destinadas a la Carrera de Indias.[186]

				En 1618, la junta dictó su veredicto: se mandaba abolir las Ordenanzas de 1613, promulgando oficialmente, a un mismo tiempo, una nueva versión enteramente modificada.[187] La principal característica de este nuevo reglamento fue cancelar la separación de diseños navales y comerciales establecida en 1613 y retornar al diseño único para ambas funciones, con todos los tipos presentando la primera cubierta medio codo por debajo de la manga, es decir, tal como se estipulaba en los diseños de armada de las Ordenanzas de 1613. Claramente, en este proceso de reforma, las urgencias navales de la corona habían finalmente triunfado sobre la presión de la iniciativa privada. Las fórmulas de arqueo introducidas entre 1613 y 1614, en cambio, permanecieron sin modificación alguna.

				En principio, las Ordenanzas de 1618 tuvieron éxito en generar un relativo consenso entre los intereses de la industria naviera, manteniéndose vigentes, teóricamente, durante el resto del siglo XVII. En efecto, de acuerdo con el conocido tratado Diálogo entre un vizcaíno y un montañés sobre construcción de naves,[188] varias unidades fueron pronto construidas siguiendo este reglamento, los cuales sirvieron en las escuadras provinciales de Cantabria, Guipúzcoa y Cuatro Villas. Por otra parte, la corona realizó un esfuerzo para minimizar los efectos negativos de los embargos, intentando pagar puntualmente los sueldos e iniciando la práctica de contratar por asiento la construcción de buques con empresarios privados. Muy pronto, ésta se extendió también a la contratación de armadas completas para el servicio en las aguas peninsulares.

				Sin embargo, la nueva legislación fue también motivo de discordia entre los empresarios del norte y del sur de la Península. Efectivamente, algunos constructores vascos se rehusaron a adoptarla, debido a que la reducida manga afectaba negativamente las características marineras de los buques. Esto resultó en su marginación, en 1619, de la Carrera de Indias. En contraparte, los constructores andaluces que habían acatado las ordenanzas se vieron forzados a adoptar un recurso de emergencia –el embono, o incremento exterior de la manga– para corregir las deficiencias del diseño.[189] 

				Es preciso señalar que algunas añadiduras y experimentos, algunos conducidos en manifiesto desafío de las ordenanzas, también tuvieron lugar en las décadas siguientes. En este sentido, Serrano Mangas ha identificado un testimonio fechado en 1619, en el que específicamente se solicita la construcción de navíos de armada “sin hacer caso de las ordenanzas”.[190] Por otra parte, el mismo autor ha identificado un testimonio del entonces duque de Medina Sidonia, fechado en 1622, el cual señala que los navíos de la Armada del Mar Océano no podían ser empleados en la Carrera de Indias, ni viceversa. Esto, sin embargo, se verificó en diversas ocasiones a lo largo de la centuria y, lo que es más importante, el sentido mismo de la legislación promulgada entre 1607 y 1618 apunta en esta dirección. Así, el testimonio probablemente deba interpretarse en el contexto de la resistencia a las ordenanzas de construcción naval o incluso a la del mismo duque a proveer, como Capitán General del Mar Océano, a fuerzas navales ajenas a su jurisdicción.[191]

				En cualquier caso, el conjunto de estos expedientes dio por resultado que, para el fin de la Tregua de los Doce Años, en 1621, la corona pudiese contar con 23 buques de la Armada del Mar Océano, 18 en el Estrecho, cinco en Portugal y cinco en Nápoles.[192] Las armadas de galeras, por el contrario, experimentaron un proceso diametralmente inverso. En 1621, el número de galeras en servicio se redujo a 12, tanto como por el incremento de costos en el mantenimiento de la chusma, como por la fricción constante generada por la guerra de corso norte-africana. De hecho, las galeras catalanas menguaron hasta su desaparición completa en 1623. En Italia, sin embargo, continuó la práctica de contratar escuadrones completos.[193]

				La reapertura de las hostilidades en el Mar del Norte llevó a la corona española a desarrollar una compleja estrategia naval, sostenida por los programas de construcción de los primeros años del siglo XVII y por la reactivación de la industria naviera durante el reinado de Felipe III. Como punto de partida, la Junta de Armadas fue reconstituida en 1622, bajo la dirección de Martín de Aróztegui. De manera paralela, la economía marítima de Dunkerque experimentó una acelerada conversión hacia la guerra de corso al servicio de la corona española. En este proceso, el régimen jurídico del corso español en el Mar del Norte quedó establecido, con Dunkerque como capital del Almirantazgo y Bruselas como sede del Juzgado de Presas. Así, vio la luz la codificación de una estrategia naval inherentemente moderna, que fue posteriormente imitada por todas las potencias europeas, particularmente, por la Francia borbónica. 

				Esta estrategia se hallaba basada en la interacción de buques corsarios, pertenecientes a la iniciativa privada local, con los navíos de guerra de la Armada de Flandes. En otras palabras, se trataba de la sincronización de la guerra de corso –conducida por la iniciativa privada flamenca– con la guerra de escuadra –dirigida por la corona española–. Sin embargo, ambos principios eran, en la práctica, mecanismos complementarios o dos aspectos de una misma forma de concebir las operaciones navales. En efecto, la guerra de corso actuaba a través de la movilización de intereses de la iniciativa privada –de manera usualmente individual, descentralizada y dispersa– en contra del tráfico mercantil del adversario. Sin embargo, tal como los españoles habían demostrado en el Atlántico, la amenaza corsaria podía ser fácilmente neutralizada por medio de la organización del tráfico en grandes convoyes mercantes, así como por el despliegue de escoltas de unidades navales. En contraparte, la guerra de escuadra estaba enteramente basada en la movilización y concentración de recursos por parte de la corona –en la forma de armadas de buques de guerra– y su propósito inmediato consistía en la destrucción de las grandes concentraciones de mercantes enemigos generadas por la guerra de corso.
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